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ACUERDO No. SENESCYT-2021-032 

AGUSTÍN GUILLERMO ALBÁN MALDONADO 
SECRETARIO DE EDUCACIÓN SUPERIOR, 

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

CONSIDERANDO: 

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 66, numeral 13 
consagra: “Se reconoce y garantizará a las personas: 

13. El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria”;

Que, el artículo 96 de la Constitución de la República del Ecuador establece que: “Se 
reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de 
la soberanía popular para desarrollar procesos de autodeterminación e incidir en 
las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de 
gobierno, así como de las entidades públicas y de las privadas que presten 
servicios públicos. / Las organizaciones podrán articularse en diferentes niveles 
para fortalecer el poder ciudadano y sus formas de expresión; deberán garantizar 
la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes y la rendición de 
cuentas.”; 

Que, la carta magna en su artículo 154 numeral uno, dispone: “A las ministras y
ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les 
corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y 
expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión.”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 226 dispone que: “Las 
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución”; 

Que, la propia Constitución en su artículo 227 dispone que: “La administración pública 
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, 
eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, 
participación, planificación, transparencia y evaluación”;

Que, el artículo 350 de la norma suprema establece: “El sistema de educación superior 
tiene como finalidad la formación académica y profesional con visión científica y 
humanista; la investigación científica y tecnológica; la innovación, promoción, 
desarrollo y difusión de los saberes y las culturas; la construcción de soluciones 
para los problemas del país, en relación con los objetivos del régimen de 
desarrollo”;
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Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 385, manda: “El 
sistema nacional de ciencia, tecnología, innovación y saberes ancestrales, en el 
marco del respeto al ambiente, la naturaleza, la vida, las culturas y la soberanía, 
tendrá como finalidad: 1. Generar, adaptar y difundir conocimientos científicos y 
tecnológicos. 2. Recuperar, fortalecer y potenciar los saberes ancestrales. 3. 
Desarrollar tecnologías e innovaciones que impulsen la producción nacional, 
eleven la eficiencia y productividad, mejoren la calidad de vida y contribuyan a la 
realización del buen vivir”;

Que, el artículo 130 del Código Orgánico Administrativo a tenor literal reza: 
“Competencia normativa de carácter administrativo. Las máximas autoridades 
administrativas tienen competencia normativa de carácter administrativo 
únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los 
casos en los que la ley prevea esta competencia para la máxima autoridad 
legislativa de una administración pública.

La competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar 
expresamente atribuida en la ley.”;

Que, la Ley Orgánica de Educación Superior, publicada en el Registro Oficial 
Suplemento No. 298 de 12 de octubre de 2010, en su artículo 182 señala: “La 
Secretaría Nacional de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, 
es el órgano que tiene por objeto ejercer la rectoría de la política pública de 
educación superior y coordinar acciones entre la Función Ejecutiva y las 
instituciones del Sistema de Educación Superior. (...)”; 

Que, la Ley Orgánica de Educación Superior, respecto a las funciones de la Secretaría 
de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, en su artículo 183 
literales b) y j) establece: “b) Ejercer la rectoría de las políticas públicas en el 
ámbito de su competencia; / j) Ejercer las demás atribuciones que le confiera la 
Función Ejecutiva y la presente Ley.”; 

Que, el Código Orgánico de la Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e 
Innovación, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 899 de 09 de 
diciembre de 2016, en su artículo 7 señala: “Entidad rectora del Sistema Nacional 
de Ciencia, Tecnología, Innovación y Saberes Ancestrales.- La Secretaría de 
Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, es parte de la Función 
Ejecutiva, tiene a su cargo la rectoría de la política pública nacional en las 
materias regladas por este Código, así como la coordinación entre el sector 
público, el sector privado, popular y solidario, las instituciones del Sistema de 
Educación Superior y los demás sistemas, organismos y entidades que integran 
la economía social de los conocimientos, la creatividad y la innovación. / En todo 
lo relacionado con conocimientos tradicionales y saberes ancestrales la entidad 
rectora coordinará con comunidades pueblos y nacionalidades. (...)”; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 339 de 23 de noviembre de 1998, publicado en 
el Registro Oficial No. 77 de 30 de noviembre de 1998, el entonces Presidente 
de la República decretó: “Art. 1.- Delégase (sic) a los ministros de Estado, para 
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que de acuerdo con la materia de que se trate, aprueben los estatutos y las 
reformas de los mismos, de las fundaciones o corporaciones, y les otorguen la 
personalidad jurídica, según lo previsto en el Art. 584 del Código Civil.”; 

Que, el Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, 
expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 2428 de 06 de marzo de 2002, 
publicado en el Registro Oficial No. 536 de 18 de marzo de 2002, con sus 
posteriores reformas, en su artículo 11 literal k) establece: “ATRIBUCIONES Y 
DEBERES DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA.- El Presidente de la 
República tendrá las atribuciones y deberes que le señalan la Constitución 
Política de la República y la ley: / k) Delegar a los ministros, de acuerdo con la 
materia de que se trate, aprobación de los estatutos de las fundaciones o 
corporaciones, y el otorgamiento de personalidad jurídica, según lo previsto en 
el Art. 584 del Código Civil;”; 

Que, el primer inciso del artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de
la Función Ejecutiva, señala: “DE LOS MINISTROS.- Los Ministros de Estado son 
competentes para el despacho de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin 
necesidad de autorización alguna del Presidente de la República, salvo los casos 
expresamente señalados en leyes especiales. (...)”; 

Que, el artículo innumerado segundo del artículo 17-2 del Estatuto ibídem, determina: “...- 
De las Secretarías.- Organismos públicos con facultades de rectoría, planificación, 
regulación, gestión y control sobre temas específicos de un sector de la 
Administración Pública. Estarán representadas por un secretario que tendrá rango 
de ministro de Estado.”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 818 de 03 de julio de 2019, el señor Presidente 
Constitucional de la República, Lenin Moreno Garcés, designó a Agustín 
Guillermo Albán Maldonado como Secretario de Educación Superior, Ciencia, 
Tecnología e Innovación; 

Que, el Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las 
Organizaciones Sociales, expedido a través de Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 
de octubre de 2017 publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 109 de 27 
de octubre de 2017, en su artículo 3 establece: “Naturaleza.- Las organizaciones 
sociales reguladas en este Reglamento tendrán finalidad social y realizan sus 
actividades económicas sin fines de lucro. 

De acuerdo al presente Reglamento se entiende por organización sin fines de 
lucro, aquella cuyo fin no es la obtención de un beneficio económico sino 
principalmente lograr una finalidad social, altruista, humanitaria, artística, 
comunitaria, cultural, deportiva y/o ambiental, entre otras. En el caso de que su 
actividad genere un excedente económico, este se reinvertirá en la consecución 
de los objetivos sociales, el desarrollo de la organización, o como reserva para 
ser usada en el próximo ejercicio.”;

Que, su artículo 6 a tenor literal reza: “Obligaciones de las organizaciones.- Sin
perjuicio de las obligaciones establecidas en otras disposiciones normativas, las 
organizaciones sociales tendrán las siguientes obligaciones: 
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1. Cumplir con la Constitución, la Ley, sus estatutos y más disposiciones
vigentes; 
2. Entregar a la entidad competente del Estado, cuando el caso lo requiera, la
documentación e información establecida en este Reglamento, incluyendo la que 
se generare en el futuro como consecuencia de la operatividad de la 
organización social; y, 
3. Rendir cuentas a sus miembros a través de sus directivos o a la persona
responsable para el efecto, al menos una vez por año, o por petición formal de 
una tercera parte o más de ellos. La obligación de los directivos de rendir cuentas 
se cumplirá respecto del período de sus funciones aun cuando estas hubieren 
finalizado.”; 

Que, el propio Reglamento en su artículo 7 dispone: “Deberes de las instituciones 
competentes para otorgar personalidad jurídica.- Para otorgar personalidad 
jurídica a las organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo 
requieran, las instituciones competentes del Estado, de acuerdo a sus 
competencias específicas, observarán que los actos relacionados con la 
constitución, aprobación, reforma y codificación de estatutos, disolución, 
liquidación, registro y demás actos que tengan relación con la vida jurídica de las 
organizaciones sociales, se ajusten a las disposiciones constitucionales, legales 
y al presente Reglamento”; 

Que, los artículos 12 y 13 del Capítulo II Título III del Reglamento ibídem, determinan 
los requisitos y procedimiento para aprobación de Estatutos y otorgamiento de 
personalidad jurídica a las organizaciones sociales solicitantes; 

Que, por medio de Acuerdo Ministerial No. 8 de 27 de noviembre de 2014, publicado 
en el Registro Oficial No. 438 de 13 de febrero de 2015, la Secretaría Nacional 
de Gestión de la Política expidió el Instructivo para establecer procedimientos 
estandarizados en la trasferencia de expedientes de organizaciones sociales en 
aplicación del Reglamento para el Funcionamiento del Sistema Unificado de 
Información de las Organizaciones Sociales – SUIOS; con el objeto, entre otros, 
de habituar y establecer las competencias de las Instituciones del Estado para 
la regulación de las organizaciones sociales, otorgamiento de personalidad 
jurídica y más actos relacionados con la vida jurídica de las mismas; 

Que, mediante Acta Constitutiva celebrada el 12 de octubre de 2020, los miembros 
fundadores de la Fundación Educación Panamericana “FUNDEPA”, expresaron 
su voluntad de constituir la mencionada organización social sin fines de lucro y 
aprobaron el proyecto de Estatuto; 

Que, con oficios s/n, ingresados en esta Cartera de Estado con número únicos de trámite 
SENESCYT-CGAF-DADM-2020-1484-EX de 13 de octubre de 2020 y SENESCYT-CGAF-
DADM-2021-2859-EX de 05 de abril de 2021 mediante los cuales, la ciudadana Vanessa 
Elizabeth Santillan, en su calidad de persona autorizada por parte de la “Fundación 
Educación Panamericana” “FUNDEPA”, remitió las correcciones efectuadas a los 
documentos conforme las observaciones emitidas por esta Secretaría y, solicitó la 
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concesión de personalidad jurídica y aprobación del estatuto de la mencionada 
organización;

Que, Mediante oficio No. SENESCYT-CGAJ-DAJ-2021-0025-O de 05 de marzo de 2021, la 
Dirección de Asesoría Jurídica, solicitó a la Fundación Educación Panamericana, realicen 
correcciones al Acta Constitutiva y Estatuto de la organización;  

Que, mediante memorando No. SENESCYT-CGAJ-2021-0147-M de 09 de abril de 2021,  la 
Dirección de Asesoría Jurídica solicitó a la Subsecretaría General de Educación Superior 
y de Ciencia, Tecnología e Innovación el informe técnico, “(…)  que contemple los ámbitos 
tanto de Educación Superior, como de Ciencia, Tecnología e Innovación, con base a lo 
establecido en el nuevo Estatuto Orgánico de Gestión Organización por Procesos de esta 
Cartera de Estado, expedido a través de Acuerdo n.°  SENESCYT-2020-064 de 12 de 
agosto de 2020, instrumento en el cual se contempla una única Subsecretaría General 
con competencia, atribuciones y responsabilidades en las dos mentados ámbitos. “;

Que, con memorando No. SENESCYT-SGESCTI-2021-0147-MI de 22 de abril de 2021, el 
Subsecretario General de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, remitió a 
la Dirección de Asesoría Jurídica el Informe Técnico No. IG-DGUP-FUNDEPA-04-29-2021, 
suscrito por el Subsecretario de Instituciones de Educación Superior, con el cual se 
concluyó: “(…) que el ámbito de acción, los fines y objetivos de la Fundación Educación 
Panamericana” se enmarcan en las atribuciones de educación superior de la Subsecretaría 
General de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, ya que se alinean con 
el artículo 3, artículo 8 literales: a), e), i); y, con el artículo 13 literales: a), b), d), g),  i), k), 
n), y o) de la LOES.(…)”; y, el informe No.SIITT-DIC-2021-053, suscrito por el Subsecretario 
de Investigación, Innovación y Transferencia Tecnológica, que concluye: “(…) El análisis 
comparativo de las competencias de la Subsecretaría de Investigación, Innovación y 
Transferencia Tecnológica con el ámbito de acción, fines, objetivos y las actividades para 
la consecución de los objetivos de la Fundación Educación Panamericana “FUNDEPA”, 
evidenció que no están relacionados a  la gestión de investigación científica, innovación y 
generación de nuevo conocimiento, motivo por el cual no se enmarcan en las atribuciones 
y responsabilidades de esta Subsecretaría.(...)”; 

Que,  mediante memorando No. SENESCYT-CGAJ-2021-0176-MI de 10 de mayo de
2021, suscrito por la Coordinadora General de Asesoría Jurídica se estableció:
“Con fundamento en el marco normativo previamente citado y de acuerdo al 
análisis jurídico realizado, es criterio de esta Dirección, emitir INFORME 
FAVORABLE para el otorgamiento de personalidad jurídica y aprobación de 
Estatuto de la Fundación de Educación Panamericana “FUNDEPA”,
recomendando a su autoridad se disponga la elaboración del Acuerdo 
correspondiente.”; con sumilla digital inserta en el Sistema de Gestión Documental 
Quipux en calidad de Secretario de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e 
Innovación se autorizó lo recomendado; y,

Que, el ámbito de acción, fines y objetivos de la organización social sin fines de lucro 
FUNDACIÓN DE EDUCACIÓN PANAMERICANA “FUNDEPA”, no se oponen al 
ordenamiento jurídico vigente, al orden público, ni a las buenas costumbres; y, los 
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mismos se encuentran enmarcados en el ámbito de competencias de esta 
Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación. 

EN EJERCICIO de las atribuciones conferidas por el artículo 154 numeral 1 de la 
Constitución de la República del Ecuador, el artículo 130 del Código Orgánico 
Administrativo, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 339 de 23 de noviembre de 1998, 
los artículos 17 e innumerado segundo del 17-2 del Estatuto del Régimen Jurídico y 
Administrativo de la Función Ejecutiva, el artículo 7 del Reglamento para el Otorgamiento 
de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; y, el artículo 3 del Decreto 
Ejecutivo No. 818 de 03 de julio de 2020. 

ACUERDA: 

Artículo 1.- Otorgar Personalidad Jurídica, como organización social sin fines de lucro de
derecho privado, a la FUNDACIÓN DE EDUCACIÓN PANAMERICANA “FUNDEPA” en
su calidad de Fundación, con domicilio ubicado en la ciudad de Quito, Provincia de 
Pichincha. 

Esta organización, deberá regirse por las disposiciones del Título XXX del Libro Primero 
del Código Civil Ecuatoriano, el Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad 
Jurídica a las Organizaciones Sociales, su Estatuto, los Reglamentos Internos que se 
pudieran dictar para el cumplimiento de su ámbito de acción, fines y objetivos; y, demás 
normativa pertinente aplicable para el efecto. 

Artículo 2.- Aprobar el Estatuto de la FUNDACIÓN DE EDUCACIÓN PANAMERICANA 
“FUNDEPA”.

Artículo 3.- Registrar en calidad de miembros fundadores de la FUNDACIÓN DE 
EDUCACIÓN PANAMERICANA “FUNDEPA”, conforme el siguiente detalle: 

NOMBRES Y APELLIDOS DOCUMENTO DE 
IDENTIDAD

Mónica Maribel Aguirre Esparza 1102515374
María Fernanda Ramón Aguirre 1722213392
Angélica María Veloz Balarezo 0913809166
Vanessa Elizabeth Santillán Cisneros 1721129292
Julio César Murillo Jiménez F568906

Artículo 4.- Disponer a la FUNDACIÓN DE EDUCACIÓN PANAMERICANA 
“FUNDEPA”, que de manera imperante e irrestricta dentro del plazo máximo de treinta 
(30) días contados a partir de la notificación con el presente Acuerdo, deberá elegir su 
Directiva y remitir a esta Secretaría de Estado la nómina de dicho órgano directivo 
definitivo, en apego y dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 16 del Reglamento 
para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales y, en 
concordancia con el periodo establecido en su Estatuto, para su respectivo registro. 
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DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.- Notifíquese con el contenido del presente Acuerdo a la FUNDACIÓN DE 
EDUCACIÓN PANAMERICANA “FUNDEPA”.

SEGUNDA.- Encárguese a la Dirección de Asesoría Jurídica de esta Cartera de Estado 
la notificación con el presente Acuerdo a la FUNDACIÓN DE EDUCACIÓN 
PANAMERICANA “FUNDEPA”.

TERCERA.- El presente acuerdo entrará en vigencia a partir de su expedición, sin 
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en el Distrito Metropolitano de San Francisco de Quito, a los veintiún (21) días del 
mes de  mayo  de 2021. 

NOTIFÍQUESE Y PUBLÍQUESE.- 

AGUSTÍN GUILLERMO ALBÁN MALDONADO 
SECRETARIO DE EDUCACIÓN SUPERIOR, 

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

Acción Firma Fecha 

Elaborado por: 
Flavia Racines Carrasco 21/05/2021 

Revisado por: 
Jannifer Ortiz León 21/05/2021 

Aprobado por: 
Paola Yánez Salas 21/05/2021 

Firmado electrónicamente por:

FLAVIA PANDORA
RACINES CARRASCO

Firmado electrónicamente por:

JANNIFER ORTIZ
LEON

Firmado electrónicamente por:

PAOLA  RITA
YANEZ

Firmado electrónicamente por:

AGUSTIN GUILLERMO
ALBAN MALDONADO
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ACUERDO No. SENESCYT-2021-033 

AGUSTÍN GUILLERMO ALBÁN MALDONADO 
SECRETARIO DE EDUCACIÓN SUPERIOR, 

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

CONSIDERANDO: 

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 66, numeral 13 
consagra: “Se reconoce y garantizará a las personas: 

13. El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria”;

Que, el artículo 96 de la Constitución de la República del Ecuador establece que: “Se 
reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de la 
soberanía popular para desarrollar procesos de autodeterminación e incidir en las 
decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de 
gobierno, así como de las entidades públicas y de las privadas que presten 
servicios públicos. / Las organizaciones podrán articularse en diferentes niveles 
para fortalecer el poder ciudadano y sus formas de expresión; deberán garantizar 
la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes y la rendición de cuentas.”; 

Que, la carta magna en su artículo 154 numeral uno, dispone: “A las ministras y ministros 
de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. 
Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los 
acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión.”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 226 dispone que: “Las 
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento 
de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución”; 

Que, la propia Constitución en su artículo 227 dispone que: “La administración pública 
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, 
eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, 
participación, planificación, transparencia y evaluación”;

Que, el artículo 350 de la norma suprema establece: “El sistema de educación superior 
tiene como finalidad la formación académica y profesional con visión científica y 
humanista; la investigación científica y tecnológica; la innovación, promoción, 
desarrollo y difusión de los saberes y las culturas; la construcción de soluciones 
para los problemas del país, en relación con los objetivos del régimen de 
desarrollo”;
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Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 385, manda: “El sistema 
nacional de ciencia, tecnología, innovación y saberes ancestrales, en el marco del 
respeto al ambiente, la naturaleza, la vida, las culturas y la soberanía, tendrá como 
finalidad: 1. Generar, adaptar y difundir conocimientos científicos y tecnológicos. 2. 
Recuperar, fortalecer y potenciar los saberes ancestrales. 3. Desarrollar 
tecnologías e innovaciones que impulsen la producción nacional, eleven la 
eficiencia y productividad, mejoren la calidad de vida y contribuyan a la realización 
del buen vivir”;

Que, el artículo 130 del Código Orgánico Administrativo a tenor literal reza: “Competencia 
normativa de carácter administrativo. Las máximas autoridades administrativas 
tienen competencia normativa de carácter administrativo únicamente para regular 
los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los casos en los que la ley prevea 
esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una administración 
pública.

La competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar 
expresamente atribuida en la ley.”;

Que, la Ley Orgánica de Educación Superior, publicada en el Registro Oficial 
Suplemento No. 298 de 12 de octubre de 2010, en su artículo 182 señala: “La 
Secretaría Nacional de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, es 
el órgano que tiene por objeto ejercer la rectoría de la política pública de educación 
superior y coordinar acciones entre la Función Ejecutiva y las instituciones del 
Sistema de Educación Superior. (…)”; 

Que, la Ley Orgánica de Educación Superior, respecto a las funciones de la Secretaría 
de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, en su artículo 183 
literales b) y j) establece: “b) Ejercer la rectoría de las políticas públicas en el ámbito 
de su competencia; / j) Ejercer las demás atribuciones que le confiera la Función 
Ejecutiva y la presente Ley.”; 

Que, el Código Orgánico de la Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e 
Innovación, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 899 de 09 de diciembre 
de 2016, en su artículo 7 señala: “Entidad rectora del Sistema Nacional de Ciencia, 
Tecnología, Innovación y Saberes Ancestrales.- La Secretaría de Educación 
Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, es parte de la Función Ejecutiva, tiene 
a su cargo la rectoría de la política pública nacional en las materias regladas por 
este Código, así como la coordinación entre el sector público, el sector privado, 
popular y solidario, las instituciones del Sistema de Educación Superior y los demás 
sistemas, organismos y entidades que integran la economía social de los 
conocimientos, la creatividad y la innovación. / En todo lo relacionado con 
conocimientos tradicionales y saberes ancestrales la entidad rectora coordinará con 
comunidades pueblos y nacionalidades. (…)”; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 339 de 23 de noviembre de 1998, publicado en el 
Registro Oficial No. 77 de 30 de noviembre de 1998, el entonces Presidente de la 
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República decretó: “Art. 1.- Delégase (sic) a los ministros de Estado, para que de 
acuerdo con la materia de que se trate, aprueben los estatutos y las reformas de 
los mismos, de las fundaciones o corporaciones, y les otorguen la personalidad 
jurídica, según lo previsto en el Art. 584 del Código Civil.”; 

Que, el Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, expedido 
mediante Decreto Ejecutivo No. 2428 de 06 de marzo de 2002, publicado en el 
Registro Oficial No. 536 de 18 de marzo de 2002, con sus posteriores reformas, en 
su artículo 11 literal k) establece: “ATRIBUCIONES Y DEBERES DEL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA.- El Presidente de la República tendrá las 
atribuciones y deberes que le señalan la Constitución Política de la República y la 
ley: / k) Delegar a los ministros, de acuerdo con la materia de que se trate, 
aprobación de los estatutos de las fundaciones o corporaciones, y el otorgamiento 
de personalidad jurídica, según lo previsto en el Art. 584 del Código Civil.”;

Que, el primer inciso del artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la 
Función Ejecutiva, señala: “DE LOS MINISTROS.- Los Ministros de Estado son 
competentes para el despacho de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin 
necesidad de autorización alguna del Presidente de la República, salvo los casos 
expresamente señalados en leyes especiales. (…)”; 

Que, el artículo innumerado segundo del artículo 17-2 del Estatuto ibídem, determina: “...- De 
las Secretarías.- Organismos públicos con facultades de rectoría, planificación, 
regulación, gestión y control sobre temas específicos de un sector de la Administración 
Pública. Estarán representadas por un secretario que tendrá rango de ministro de
Estado.”;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No.818 de 03 de julio de 2019, el señor Presidente 
Constitucional de la República, Lenin Moreno Garcés, designó a Agustín Guillermo 
Albán Maldonado como Secretario de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e 
Innovación; 

Que, el Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones 
Sociales, expedido a través de Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017 
publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 109 de 27 de octubre de 2017, en 
su artículo 3 establece: “Naturaleza.- Las organizaciones sociales reguladas en 
este Reglamento tendrán finalidad social y realizan sus actividades económicas sin 
fines de lucro. 

De acuerdo al presente Reglamento se entiende por organización sin fines de lucro, 
aquella cuyo fin no es la obtención de un beneficio económico sino principalmente 
lograr una finalidad social, altruista, humanitaria, artística, comunitaria, cultural, 
deportiva y/o ambiental, entre otras. En el caso de que su actividad genere un 
excedente económico, este se reinvertirá en la consecución de los objetivos 
sociales, el desarrollo de la organización, o como reserva para ser usada en el 
próximo ejercicio.”;

Que, su artículo 6 a tenor literal reza: “Obligaciones de las organizaciones.- Sin perjuicio 
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de las obligaciones establecidas en otras disposiciones normativas, las 
organizaciones sociales tendrán las siguientes obligaciones: 

1. Cumplir con la Constitución, la Ley, sus estatutos y más disposiciones vigentes;
2. Entregar a la entidad competente del Estado, cuando el caso lo requiera, la
documentación e información establecida en este Reglamento, incluyendo la que 
se generare en el futuro como consecuencia de la operatividad de la organización 
social; y, 
3. Rendir cuentas a sus miembros a través de sus directivos o a la persona
responsable para el efecto, al menos una vez por año, o por petición formal de una 
tercera parte o más de ellos. La obligación de los directivos de rendir cuentas se 
cumplirá respecto del período de sus funciones aun cuando estas hubieren 
finalizado.”; 

Que, el propio Reglamento en su artículo 7 dispone: “Deberes de las instituciones 
competentes para otorgar personalidad jurídica.- Para otorgar personalidad jurídica 
a las organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo requieran, 
las instituciones competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias 
específicas, observarán que los actos relacionados con la constitución, aprobación, 
reforma y codificación de estatutos, disolución, liquidación, registro y demás actos 
que tengan relación con la vida jurídica de las organizaciones sociales, se ajusten 
a las disposiciones constitucionales, legales y al presente Reglamento”; 

Que, los artículos 12 y 13 del Capítulo II Título III del Reglamento ibídem, determinan los 
requisitos y procedimiento para aprobación de Estatutos y otorgamiento de
personalidad jurídica a las organizaciones sociales solicitantes; 

Que, por medio de Acuerdo Ministerial No. 8 de 27 de noviembre de 2014, publicado en 
el Registro Oficial No. 438 de 13 de febrero de 2015, la Secretaría Nacional de 
Gestión de la Política expidió el Instructivo para establecer procedimientos 
estandarizados en la trasferencia de expedientes de organizaciones sociales en 
aplicación del Reglamento para el Funcionamiento del Sistema Unificado de 
Información de las Organizaciones Sociales – SUIOS; con el objeto, entre otros, de 
habituar y establecer las competencias de las Instituciones del Estado para la 
regulación de las organizaciones sociales, otorgamiento de personalidad jurídica y 
más actos relacionados con la vida jurídica de las mismas; 

Que, mediante Acta Constitutiva celebrada el 16 de octubre de 2020, los miembros 
fundadores de la “ASOCIACIÓN CHEVENING ALUMNI ECUADOR”, expresaron 
su voluntad de constituir la mencionada organización social sin fines de lucro y 
aprobaron el proyecto de Estatuto; 

Que, mediante oficios Nro. CAE-JD-P-2020-001-O de 25 de noviembre de 2020 y 
CAE.JD-P-2021-001-O de 05 de marzo de 2021 ingresados en esta Cartera de 
Estado con números únicos de trámites SENESCYT-CGAF-DADM-2020-2590-EX 
de 25 de noviembre de 2020; y, SENESCYT-CGAF-DADM-2021-2015-EX de 05 
de marzo de 2021, respectivamente, mediante los cuales el ciudadano Diego 
Esteban Puente Garrido, en calidad de Presidente Provisional de la Asociación 
CHEVENING ALUMNI ECUADOR, remitió el Acta Constitutiva y el Estatuto con las 
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observaciones generadas por esta Cartera de Estado en oficio No. SENESCYT-
CGAJ-2021-0027-CO de 17 de febrero de 2021, debidamente subsanadas y 
acogidas; y, solicitó la concesión de personalidad jurídica y aprobación del Estatuto 
de la mencionada organización; 

Que, mediante memorando No. SENESCYT-CGAJ-DAJ-2021-0115-M de 25 de marzo 
de 2021, , la Coordinación General de Asesoría Jurídica solicitó a la Subsecretaría 
General de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación “(…) el informe 
técnico, pertinente, en original debidamente suscrito, que contemple los ámbitos 
tanto de Educación Superior, como de Ciencia, Tecnología e Innovación, con base 
a lo Establecido en el nuevo Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos de esta Cartera de Estado expedido a través de Acuerdo n.° SENESCYT-
2020-064 de 12 de agosto de 2020, instrumento y responsabilidades en los dos 
mentados ámbitos. / Para el efecto, sírvase encontrar adjunto al presente la 
correspondiente documentación habilitante”.

Que,  con memorando No. SENESCYT-SGESCTI-2021-0099-MI de 31 de marzo de 2021, 
el Subsecretario General de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, 
remitió a la Coordinación General de Asesoría Jurídica el Informe Técnico No. SIITT-
DIC-2021-042, suscrito por el Subsecretario de Investigación, Innovación y 
Transferencia Tecnológica que concluye:  “(…)el análisis comparativo de las 
competencias de la Subsecretaría de Investigación, Innovación y Transferencia 
Tecnológica con el ámbito de acción, fines, objetivos y las actividades de la 
Asociación CHEVENING ALUMNI ECUADOR, evidenció que se encuentran 
relacionados con la gestión de investigación científica, innovación y generación de 
nuevo conocimiento, motivo por el cual se enmarcan en las atribuciones y 
responsabilidades de esta Subsecretaría./Por lo expuesto, se recomienda tomar en 
cuenta el presente informe para los fines pertinentes.”; y, el Informe Técnico No.IG-
DGUP-CHEVENING-03-23-2021, suscrito por el Subsecretario de Instituciones de 
Educación Superior, con el cual se concluyó: “(…) que los fines y objetivos de la 
“Asociación Chevening Alumni Ecuador” se enmarcan  en el ámbito de las 
atribuciones de la  Subsecretaria General de Educación Superior, Ciencia, 
Tecnología e Innovación, ya que se alinean con el artículo 8, literal a), e), i); y, el 
artículo 13, literal b) de la LOES, en lo referente a educación superior. (…)”;

Que, mediante memorando No. SENESCYT-CGAJ-2021-0174-MI de 10 de mayo de 
2021, suscrito por la Coordinadora General de Asesoría Jurídica se estableció:
“Con fundamento en el marco normativo previamente citado y de acuerdo al análisis 
jurídico realizado, es criterio de esta Dirección, emitir INFORME FAVORABLE para 
el otorgamiento de personalidad jurídica y aprobación de Estatuto de la  Asociación 
CHEVENING ALUMNI ECUADOR, recomendando a su autoridad se disponga la 
elaboración del Acuerdo correspondiente.”; con sumilla digital inserta en el Sistema 
de Gestión Documental Quipux en calidad de Secretario de Educación Superior, 
Ciencia, Tecnología e Innovación se autorizó lo recomendado; y,

Que, el ámbito de acción, fines y objetivos de la organización social sin fines de lucro 
de la Asociación CHEVENING ALUMNI ECUADOR, no se oponen al ordenamiento 
jurídico vigente, al orden público, ni a las buenas costumbres; y, los mismos se 
encuentran enmarcados en el ámbito de competencias de esta Secretaría de 
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Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación. 

EN EJERCICIO de las atribuciones conferidas por el artículo 154 numeral 1 de la 
Constitución de la República del Ecuador, el artículo 130 del Código Orgánico 
Administrativo, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 339 de 23 de noviembre de 1998, los 
artículos 17 e innumerado segundo del 17-2 del Estatuto del Régimen Jurídico y 
Administrativo de la Función Ejecutiva, el artículo 7 del Reglamento para el Otorgamiento 
de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; y, el artículo 3 del Decreto Ejecutivo 
No. 818 de 03 de julio de 2020. 

ACUERDA: 

Artículo 1.- Otorgar Personalidad Jurídica, como organización social sin fines de lucro de
derecho privado, a la “Asociación CHEVENING ALUMNI ECUADOR”,, en su calidad de 
corporación de primer grado, con domicilio ubicado en la ciudad de Quito, Provincia de 
Pichincha. 

Esta organización, deberá regirse por las disposiciones del Título XXX del Libro Primero del 
Código Civil Ecuatoriano, el Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a 
las Organizaciones Sociales, su Estatuto, los Reglamentos Internos que se pudieran dictar 
para el cumplimiento de su ámbito de acción, fines y objetivos; y, demás normativa 
pertinente aplicable para el efecto. 

Artículo 2.- Aprobar el Estatuto de la Asociación CHEVENING ALUMNI ECUADOR”.

Artículo 3.- Registrar en calidad de miembros fundadores de la Asociación CHEVENING 
ALUMNI ECUADOR”, a los ciudadanos conforme el siguiente detalle: 

APELLIDOS Y NOMBRES CÉDULA DE 
CIUDADANÍA / IDENTIDAD

Diego Esteban Puente Garrido 1712799376
Patricio Lloret Cordero 1709064727
María Alexandra Castellanos Vásconez 1713557591
Ana Belén Veintimilla Proaño 1713133708
Jorge Américo Cisneros Gallegos 1716762578
Natassja Nicole Ruybal Pesántez 1714018858
José Emilio Vásconez Cruz 1714207972

Artículo 4.- Disponer a la Asociación CHEVENING ALUMNI ECUADOR”, que de manera 
imperante e irrestricta dentro del plazo máximo de treinta (30) días contados a partir de la 
notificación con el presente Acuerdo, deberá elegir su Directiva y remitir a esta Secretaría 
de Estado la nómina de dicho órgano directivo definitivo, en apego y dando cumplimiento a 
lo dispuesto en el artículo 16 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica 
a las Organizaciones Sociales y, en concordancia con el periodo establecido en su Estatuto, 
para su respectivo registro. 
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DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.- Notifíquese con el contenido del presente Acuerdo a la Asociación 
CHEVENING ALUMNI ECUADOR”.

SEGUNDA.- Encárguese a la Dirección de Asesoría Jurídica de esta Cartera de Estado la 
notificación con el presente Acuerdo a la Asociación CHEVENING ALUMNI ECUADOR”.

TERCERA.- El presente acuerdo entrará en vigencia a partir de su expedición, sin perjuicio 
de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en el Distrito Metropolitano de San Francisco de Quito, a los  veintiún (21) días del 
mes de mayo de 2021. 

NOTIFÍQUESE Y PUBLÍQUESE.- 

AGUSTÍN GUILLERMO ALBÁN MALDONADO 
SECRETARIO DE EDUCACIÓN SUPERIOR, 

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 

Acción firma Fecha 

Elaborado por: 
Flavia Racines 
Carrasco 

21/05/2021 

Revisado por: 
Jannifer Ortiz León 21/05/2021 

Aprobado por: 
Paola Yánez Salas 21/05/2021 

Firmado electrónicamente por:

FLAVIA PANDORA
RACINES CARRASCO

Firmado electrónicamente por:

JANNIFER ORTIZ
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PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO 
DIRECCIÓN NACIONAL DE ASESORÍA JURÍDICA INSTITUCIONAL 

EXTRACTO DE PRONUNCIAMIENTOS 

MAYO 2021 

SUBROGACIÓN DE CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO 

OF. PGE. N°: 14061 de 28-05-2021

CONSULTANTE: CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL 
SOCIAL (CPCCS)

CONSULTAS: 

“1. En aplicación del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del 
Estado ¿En el caso de que el Subcontralor General del Estado subrogue definitivamente 
al Contralor General, dicha autoridad tiene facultad para designar a su vez a un 
Subcontralor General que lo remplace en caso de ausencia temporal o definitiva? Se 
debe considerar que según el artículo 33 ibídem, únicamente el Contralor General 
Titular, tiene la facultad de designar a la o el Subcontralor General. 

2. ¿En caso de ausencia definitiva del Contralor General y Contralor General
Subrogante, podría el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social ejercer sus 
atribuciones previstas en el artículo 208 numeral 11 de la Norma Constitucional? 

3. ¿En cuánto se inicia el concurso público de oposición y méritos para designar a la
primera autoridad de la Contraloría General del Estado, hasta la designación del 
ganador, podría el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social encargar dichas 
funciones? Ello, a efectos de precautelar y garantizar que el organismo que dirige el 
sistema de control, fiscalización y auditoria del Estado, continúe ejerciendo sus 
atribuciones”.

PRONUNCIAMIENTO: 

Por lo expuesto, en atención a los términos de su primera y tercera consultas se 
concluye que, de conformidad con lo previsto en el artículo 33 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General del Estado, corresponde al Subcontralor General subrogar a la 
primera autoridad de ese organismo, o a quien legalmente haga sus veces, en caso de 
ausencia temporal o definitiva hasta la conclusión del respectivo periodo y la 
designación del nuevo titular. En consecuencia, según la misma norma legal, quien 
subrogue en las funciones de Contralor General tiene competencia para designar al 
Subcontralor General, quien lo reemplazará en caso de ausencia temporal o definitiva. 
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La subrogación es el mecanismo previsto por el ordenamiento jurídico para asegurar la 
continuidad en el funcionamiento de ciertos organismos, entre ellos la Contraloría 
General del Estado, y no existe norma legal que faculte al Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social a encargar el ejercicio de las funciones de la primera 
autoridad de la Contraloría General del Estado. 

Respecto de su segunda consulta se concluye que, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 208, numeral 11 de la Constitución de la República, y artículos 5, numeral 6, y 
55 de la Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en 
concordancia con lo dispuesto por los artículos 1 y 2 de la Resolución No. PLE-
CPCCS-T-E-414-08-05-2019, corresponde al Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, en ejercicio de sus competencias ordinarias, planificar y ejecutar el 
procedimiento que posibilite designar al nuevo titular de la Contraloría General del 
Estado, con la  anticipación necesaria a la fecha en que la autoridad que ejerce dichas 
funciones concluya su periodo constitucional.

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales 
específicos.

ELECCIÓN DE VICEALCALDESA 

OF. PGE. N°: 14060 de 28-05-2021

CONSULTANTE: CONSORCIO DE MUNICIPIOS AMAZÓNICOS Y 
GALÁPAGOS (COMAGA) 

CONSULTA: 

“¿Debe el Concejo Municipal elegir inmediatamente a la vicealcaldesa de entre sus 
miembros por el principio de paridad por la vigencia de la Ley Orgánica Reformatoria a la 
Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, Código de la Democracia que 
sustituye el Art. 167 y reforma el Art. 317 del COOTAD; o esta reforma rige para el nuevo 
Concejo que se constituya en mayo de 2023?”.

PRONUNCIAMIENTO: 

Por lo expuesto se concluye que, de conformidad con los artículos 57 letra o) y 317 inciso 
segundo del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, 
es atribución del Concejo Municipal elegir de entre sus miembros al vicealcalde o 
vicealcaldesa del gobierno autónomo descentralizado municipal, observando los principios 
de paridad y alternabilidad con la primera autoridad ejecutiva, cuyo período será 
establecido mediante ordenanza. 
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De conformidad con los artículos 6 y 7 inciso primero del Código Civil, en concordancia 
con lo dispuesto en la Disposición Final de la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica 
Electoral y de Organizaciones Políticas, Código de la Democracia, las reformas de los 
artículos 57 letra o) y 317 inciso segundo del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización, introducidas por las letras a) y f) del artículo 167 de la 
citada Ley Reformatoria, no tienen efecto retroactivo, por lo tanto deben aplicarse a partir 
de la designación de las nuevas autoridades de los GAD municipales.

Finalmente, para el caso de remoción de las autoridades de elección popular de los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales, al ser este un proceso de control 
político y fiscalización propio de los órganos legislativos de dichos gobiernos, de acuerdo a 
las normas contenidas en el Capítulo V del Título VIII del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, no son aplicables las figuras de 
excusa y recusación previstas en los artículos 86, 87 y 88 del Código Orgánico 
Administrativo. 

El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas 
jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a los 
casos institucionales específicos. 

COMPENSACIÓN PARA LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
QUE FUERON BENEFICIARIAS DE LA DONACIÓN DEL IMPUESTO A LA 

RENTA

OF. PGE. N°: 13990 de 21-05-2021

CONSULTANTE: ESCUELA SUPERIOR POLITÉCNICA DEL LITORAL (ESPOL) 

CONSULTA: 

“¿Tiene el Consejo de Educación Superior la competencia para, vía reglamento, 
establecer parámetros distintos a los determinados en la Disposición General Segunda 
de (sic) Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria del Ecuador para el cálculo del 
valor que les corresponde a la IES percibir anualmente por concepto de compensación 
de la llamada donación del Impuesto a la Renta y, de no ser así, debe la liquidación de la 
compensación sujetarse únicamente a los parámetros de la citada Disposición General?”

PRONUNCIAMIENTO: 
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Del análisis jurídico efectuado se observa que, de conformidad con lo previsto en los 
artículos 166 y 169 letra h) de la Ley Orgánica de Educación Superior, el Consejo de 
Educación Superior, como organismo de regulación del Sistema de Educación Superior, 
tiene competencia para reglamentar la fórmula de distribución anual de las rentas o 
asignaciones del Estado a las instituciones de educación superior, las que constarán en 
el Presupuesto General del Estado.  Mientras que, la compensación establecida por la 
Disposición General Segunda de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria del 
Ecuador, al ser un fondo económico establecido y sujeto a esa ley, integra el patrimonio 
de las instituciones de educación superior, según lo señalado en el artículo 20 letra n) de 
la Ley Orgánica de Educación Superior. 
 
En atención a los términos de su consulta se concluye que, según el tenor de la 
mencionada Disposición General Segunda de la Ley Reformatoria para la Equidad 
Tributaria del Ecuador, corresponde al Presidente de la República establecer los 
parámetros para efectuar la compensación que esa norma establece para las instituciones 
de educación superior que fueron beneficiarias de la donación del impuesto a la renta, 
por cuanto constituyen fondos económicos que adquirieron según lo señalado en el 
artículo 20 letra n) de la Ley Orgánica de Educación Superior, no regulados por lo 
dispuesto en el artículo 24 ibídem. 
 
El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 
 

ACCIDENTE DE TRABAJO: REMUNERACIÓN 

OF. PGE. N°: 13989 de 21-05-2021 

 
CONSULTANTE: CUERPO DE BOMBEROS DE NARANJAL 
 
 
CONSULTA: 
 
“¿De conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 52 de la Ley 
Orgánica de Discapacidades, el cuerpo de Bomberos de Naranjal debe seguir pagando la 
remuneración correspondiente al cargo de Comandante de la Compañía Bomberil 
Urbana No. 1, a un servidor público que actualmente no cumple esa función por haber 
sufrido un accidente de tránsito en el cumplimiento de sus funciones, del cual resulto 
una discapacidad intelectual permanente del 82%?”. 
 
 
 
PRONUNCIAMIENTO: 
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Por lo expuesto, en atención a los términos de su consulta se concluye que, de 
conformidad con lo dispuesto por las letras m) y o) del artículo 23 de la Ley Orgánica 
del Servicio Público, en concordancia con el inciso tercero del artículo 52 de la Ley 
Orgánica de Discapacidades, es derecho del servidor público que ha sufrido accidente 
de trabajo, reintegrarse a sus funciones y mantener su puesto de trabajo, y si se viere 
imposibilitado de cumplir efectivamente su cargo desempeñar otro, sin disminución de 
su remuneración, salvo que se acogiera a los mecanismos de la seguridad social 
previstos para el efecto. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 

JUICIOS COACTIVOS 

OF. PGE. N°: 13973 de 21-05-2021

CONSULTANTES: EMPRESA ELECTRICA QUITO S.A.  (EEQ), BANCO DE 
DESARROLLO DEL ECUADOR B.P.

CONSULTAS: 

EMPRESA ELECTRICA QUITO S.A.  (EEQ)

“1.- ¿Para la contabilización del término de 180 días, previsto en la Disposición 
Transitoria Vigésima Tercera de la LOAH, para la reanudación de los procesos 
coactivos a cargo de la Empresa Eléctrica Quito S.A., se debe tomar como fecha de 
finalización de la emergencia sanitaria: i) la fecha de finalización del Decreto Ejecutivo 
1017, de 16 de marzo de 2020 y su renovación, es decir, el 13 de junio de 2020; ii) la 
fecha de finalización del Decreto Ejecutivo 1074, de 16 de junio de 2020, y su 
renovación, es decir, el 12 de septiembre de 2020; o, iii) la fecha de finalización del 
Acuerdo Ministerial 0044-2020, vigente desde el 24 de agosto de 2020, es decir, el 12 
de octubre de 2020? 

2.- ¿El término de 180 días previsto en la LOAH para la reanudación de los procesos 
coactivos a cargo de la Empresa Eléctrica Quito S.A. deberá contabilizarse excluyendo 
los feriados locales, tomando en cuenta que su domicilio y donde se sustancian dichos 
procesos es la ciudad de Quito?”.

BANCO DE DESARROLLO DEL ECUADOR B.P. 
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“4.1. ¿En los juicios coactivos que se sustancian con el Código de Procedimiento Civil, 
iniciados antes de la promulgación del COA, por mandato de la Transitoria Segunda del 
Código Orgánico General de Procesos (COGEP), los 180 días adicionales deben ser 
computados como término, conforme lo disponen los artículos 158 y 159 del Código 
Orgánico Administrativo? 

4.2.- ¿Para efecto del cómputo de los 180 días adicionales, dispuesto en la 
TransitoriaVigésima Tercera de la LOAH, se debe entender que la emergencia sanitaria 
concluyó el 13 de septiembre de 2020, con el estado de excepción?”.

PRONUNCIAMIENTO: 

Por lo expuesto, en atención a  sus consultas se concluye que, el término de suspensión 
de los procedimientos coactivos, de acuerdo con la Disposición Transitoria Vigésima 
Tercera de la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario, se debe contabilizar a partir de la 
finalización del estado de excepción declarado por el Decreto Ejecutivo No. 1017 de 16 
de marzo de 2020, al que esa norma legal se remite de forma expresa, considerando su 
renovación mediante Decretos Ejecutivos Nos. 1052, 1074 y 1126, por estar originado 
en la misma causa y referido a todo el territorio nacional. En consecuencia, la 
emergencia sanitaria que sirvió de base para la declaratoria del estado de excepción 
culminó el 12 de septiembre de 2020, según el artículo 1 del Decreto Ejecutivo 1126 y 
por tanto el término adicional de 180 días de suspensión de los procedimientos 
coactivos empezó a decurrir el 13 de septiembre de 2020. 

Los 180 días adicionales previstos en la mencionada transitoria, por estar determinados 
en días, se deben contabilizar como término, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 158, segundo inciso y 159 del Código Orgánico Administrativo, según se 
concluyó en el pronunciamiento de este organismo contenido en oficio No. 10732 de 22 
de octubre de 2020, excluyendo los días sábados, domingos y los declarados feriados, 
tanto nacionales como locales, por ser la coactiva, tributaria o no tributaria, un 
procedimiento de carácter administrativo.

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de las entidades consultantes su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 

RECUPERACIÓN DE LOS DÍAS NO LABORADOS 

OF. PGE. N°: 13964 de 20-05-2021

CONSULTANTES: GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO 
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MUNICIPAL DEL CANTÓN BAÑOS DE AGUA SANTA, GOBIERNO 
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN SALCEDO 

CONSULTAS: 

GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN 
BAÑOS DE AGUA SANTA 

“¿Es procedente o no que los Ejecutivos de los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
puedan disponer que los empleados y trabajadores de sus respectivas instituciones 
recuperen los días no laborados, a causa del confinamiento por la emergencia sanitaria 
por el COVID-19, fuera de la jornada ordinaria de trabajo establecida en el literal a) del 
artículo 25 de la Ley Orgánica del Servicio Público, así como también fuera de la 
jornada máxima de trabajo establecida en el artículo 47 del Código del Trabajo? 

¿Es procedente o no que los Ejecutivos de los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
puedan acordar con sus respectivos empleados y trabajadores, para que los días no 
laborados, a causa del confinamiento por la emergencia sanitaria por el COVID-19, 
puedan ser compensados con cargo a vacaciones acumuladas correspondientes al año 
inmediato anterior a los establecidos en el artículo 21 de la Ley Orgánica de Apoyo 
Humanitario?  

¿Es procedente o no que la recuperación de los días no laborados, a causa del 
confinamiento por la emergencia sanitaria por el COVID-19, se realice los días sábados 
y éste trabajo sea considerado como una jornada suplementaria para efectos de la 
contabilización de días a devengarse, en los porcentajes de recargo establecidos en el 
artículo 114 de la Ley Orgánica del Servicio Público y 55 numeral 2 del Código del 
Trabajo?”.

GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN 
SALCEDO 

“1.- ¿Es obligatorio la recuperación de la jornada laboral del tiempo no laborado en el 
estado de excepción por parte de los Trabajadores comprendidos bajo el Código de 
Trabajo y Servidores Públicos comprendidos bajo la LOSEP; ya que el Art. 21 de la Ley 
Orgánica de Apoyo Humanitario hace referencia únicamente a los Trabajadores que se 
encuentran bajo el régimen del Código del Trabajo? 

2.- ¿En el caso que los Trabajadores y Servidores Públicos que no hayan recuperado la 
jornada laboral no laborada en estado de excepción, es procedente descontar en las 
liquidaciones de haberes? 

3.- ¿Es legal de común acuerdo descontar de sus vacaciones tanto a Trabajadores y 
Servidores que no laboraron en el estado de excepción?”.
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PRONUNCIAMIENTO: 

Por lo expuesto respecto de los obreros públicos sujetos al Código del Trabajo se 
concluye que: i) los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales podrán 
solicitar la recuperación de los días no laborados, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 60 ibídem, es decir hasta por 3 horas de los días subsiguientes, para lo cual es 
necesaria la autorización del Inspector del Trabajo; ii) Si la recuperación se realiza en 
días de descanso obligatorio deberá ser pagada con el recargo establecido en el artículo 
55 del mismo código;  iii) En lo que se refiere a la compensación de vacaciones, si bien 
la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario es obligatoria para el sector público y privado, 
su artículo 21 determina que  cuando el trabajador no ha asistido a trabajar por causa de 
la emergencia sanitaria  la entidad empleadora deberá determinar el cronograma de las 
vacaciones del personal, asegurando la continuidad en la prestación de los servicios 
públicos a la colectividad; al efecto, se podrá establecer la compensación de aquellos 
días de inasistencia al trabajo como vacaciones ya devengadas; iv) En relación al 
descuento de haberes pagados a obreros públicos que no hubieren recuperado la jornada 
laboral suspendida durante el estado de excepción ni aceptado la compensación con 
vacaciones, podrán ser descontados de acuerdo al quinto inciso del artículo 60 del 
Código del Trabajo, siempre y cuando la misma no se haya descontado anteriormente. 

Respecto de los servidores públicos sujetos a la Ley Orgánica del Servicio Público: i) 
Los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales, al contar con autonomía 
política y administrativa, están facultados para administrar la organización de su 
personal, y de acuerdo a lo establecido en el Acuerdo Ministerial No. MDT 2020-076 
debieron priorizar el teletrabajo para todos los servidores públicos cuya actividad lo 
permita, como medida emergente para combatir de la crisis sanitaria, precautelando la 
prestación y continuidad de los servicios; ii) En relación a las vacaciones de los 
servidores públicos, de acuerdo al artículo 27 del Reglamento General de la Ley 
Orgánica del Servicio Público, se podrán programar de común acuerdo;  iii) La  
recuperación de horas de trabajo no laboradas y remuneradas daría lugar a la 
inobservancia de la prohibición establecida por la letra l) del artículo 24 de la Ley 
Orgánica del Servicio Público, que impide a los servidores públicos percibir  
remuneración sin prestar servicio efectivo, por lo que de acuerdo con las normas de 
control interno y el segundo inciso del artículo 118 de esa ley, se realizará la liquidación
y de ser el caso el descuento de remuneraciones pagadas y no devengadas, pues de otra 
forma se produciría, adicionalmente, un trato diferente respecto del previsto para los 
obreros públicos en idéntica situación. 

Las medidas y mecanismos que las entidades adopten para verificar las actividades 
efectivamente realizadas por sus servidores y, de ser el caso, liquidar o descontar 
remuneraciones no devengadas, son de su exclusiva responsabilidad y están sujetos al 
control de los organismos competentes. 
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El presente pronunciamiento debe ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 

RECAUDACIÓN DE IMPUESTOS PREDIALES 

OF. PGE. N°: 13866 de 13- 05-2021

CONSULTANTE: CUERPO DE BOMBEROS DEL CANTÓN EL PANGUI

CONSULTAS: 

“¿Es obligatorio e imprescindible para el GAD Municipal El Pangui, la recaudación 
directa bajo responsabilidad de los Tesoreros Municipales del tributo establecido el Art. 
33 de la Ley de Defensa Contra Incendios en beneficio del cuerpo de Bomberos del 
cantón El Pangui, como entidad adscrita? 

¿Es necesaria, facultativa, obligatoria y justa la firma de un convenio interinstitucional 
entre el GAD Municipal El Pangui y el Cuerpo de Bomberos, que permita la 
recaudación de impuestos prediales en beneficio del Cuerpo de Bomberos del Cantón El 
Pangui? 

Dentro de este contexto, ¿El GAD Municipal puede beneficiarse o no, con un porcentaje 
de lo recaudado por predios tanto urbanos como rurales del punto quince por mil que 
por Ley le corresponden al Cuerpo de Bomberos del cantón El Pangui?”. 

PRONUNCIAMIENTO: 

Por lo expuesto, en atención a su primera consulta se concluye que, de conformidad con 
el artículo 38 del Reglamento Ley de Defensa Contra Incendios, es de cumplimiento 
obligatorio la recaudación de la contribución predial señalada en el artículo 33 de la Ley 
de Defensa Contra Incendios, por parte los Gobierno Autónomos Descentralizados 
Municipales, siendo de responsabilidad de los Tesoreros de dichos gobiernos la 
transferencia mensual, oportuna y directa de la contribución a favor de los Cuerpos de 
Bomberos. 

Por consiguiente, en atención a los términos de su segunda y tercera consultas se 
concluye que, al estar los Gobierno Autónomos Descentralizados Municipales, 
legalmente obligado a la recaudación de la contribución predial señalada en el artículo 
33 de la Ley de Defensa Contra Incendios, según lo prescribe el artículo 38 de su 
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Reglamento, no se hace necesaria la suscripción de un convenio interinstitucional para 
el efecto, por ende, los Gobiernos Municipales no están facultados para beneficiarse de 
hasta un diez por ciento de lo recaudado por dicho concepto. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 

CONTRATOS CON GESTORES AMBIENTALES PRIVADOS 

OF. PGE. N°: 13812 de 11- 05-2021

CONSULTANTE: MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA  

CONSULTA: 

“¿Estarían facultados los establecimientos de salud de esta Cartera de Estado para 
suscribir contratos con gestores ambientales privados, a fin de que los mismos otorguen 
a dichos establecimientos, el servicio de recolección, transporte, tratamiento y 
disposición final de desechos sanitarios (gestión externa), debido a que los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados Municipales, no prestan este servicio público a pesar de 
ser una de sus competencias exclusivas, cuya consecuencia es la acumulación de 
desechos sanitarios y el latente riesgo para la salud pública, que en los actuales 
momentos agudiza la crisis sanitaria que atraviesa el país por la pandemia del COVID-
19; y, si dichos contratos deben ser suscritos con el gestor ambiental privado autorizado 
por los referidos gobiernos autónomos descentralizados mediante ordenanza?”.

PRONUNCIAMIENTO: 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, los establecimientos públicos 
de salud, en su calidad de generadores de desechos sanitarios y hospitalarios, están 
sujetos a las normas nacionales y locales que regulan la materia, entre ellas las que en 
ejercicio de sus competencias expiden las municipalidades para regular la prestación de 
los servicios relacionados con la gestión integral de desechos sanitarios y hospitalarios, 
según el modelo de gestión que cada gobierno autónomo hubiere seleccionado, de entre 
los previstos por el artículo 275 del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización. La prestación de dichos servicios públicos está sujeta al 
pago de tasas, cuyo establecimiento también es competencia de la municipalidad, 
cualquiera sea la modalidad de gestión. 

En consecuencia, si la gestión externa de los servicios públicos de recolección, 
transporte y disposición final de desechos sanitarios se presta mediante gestores 
privados seleccionados por las municipalidades, los establecimientos de salud deberán 
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aplicar las respectivas ordenanzas y los requisitos establecidos en ellas, incluida la 
celebración de contratos con los gestores externos y el pago de la respectiva tasa. 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 

CARRERAS DE PROFESIONALIZACIÓN DOCENTE DE FORMA 
GRATUITA A FAVOR DE LOS BACHILLERES QUE SE ENCUENTRAN EN 

LA CARRERA DOCENTE PÚBLICA 

OF. PGE. N°: 13801 de 10-05-2021

CONSULTANTE: UNIVERSIDAD NACIONAL DE EDUCACIÓN 

CONSULTA: 

“(…) considerando que las carreras de profesionalización son cubiertas casi en su 
totalidad mediante las trasferencias de fondos realizadas por el Ministerio de Educación 
y la Secretaría Técnica Amazónica, en virtud de los convenios celebrados con la UNAE; 
¿Es posible ofertar las carreras de profesionalización docente a favor de los 
profesionales que poseen títulos de tercer nivel técnicos o tecnológicos, como carreras 
gratuitas?”.

PRONUNCIAMIENTO: 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 76 y la Disposición Transitoria Cuadragésima Cuarta de la Ley 
Orgánica de Educación Intercultural, únicamente es posible ofertar las carreras de 
profesionalización docente de forma gratuita a favor de los bachilleres que se 
encuentran en la carrera docente pública, en concordancia con lo señalado en los 
artículos 11 letra g), 80 y 118 numeral 1 de la Ley Orgánica de Educación Superior y 9 
numeral 2 del Reglamento para Garantizar el Cumplimiento de la Gratuidad de la 
Educación Superior Pública, sin perjuicio de que los profesionales con título de nivel 
técnico o tecnológico superior, que no correspondan a los de Ciencias de la Educación, 
puedan acceder a incentivos académicos conforme el artículo 112 de la citada Ley 
Orgánica de Educación Intercultural.

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 
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ENTREGA DE INFORMACIÓN PÚBLICA DEL INSTITUTO NACIONAL DE 
METEOROLOGÍA E HIDROLOGÍA 

OF. PGE. N°: 13739 de 4-05-2021 

CONSULTANTE: EMPRESA PÚBLICA ESTRATÉGICA CORPORACIÓN 
ELÉCTRICA DEL ECUADOR (CELEC EP) 
 
 
CONSULTA:  
 
“¿Es aplicable la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública o el 
Nuevo Reglamento General de Gestión Financiera por Concepto de Venta de 
Información y Prestación de Servicios, del Instituto Nacional de Meteorología e 
Hidrología (INAMHI)?”. 
 
PRONUNCIAMIENTO: 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, el acceso a la información en 
materia de meteorología e hidrología está sujeto a los principios, reglas y limitaciones 
que establecen los artículos 1, 2, 4, 5, 17 y 20 de la Ley Orgánica de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública.  Es decir que, la entrega de información pública del 
Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología está sujeta al reconocimiento de los 
costos de reproducción; mientras que, la creación o producción de información por ese 
organismo es un servicio, según los artículos 13 literal b) de la Ley del Instituto 
Nacional de Meteorología e Hidrología, 2, 6 y 8 del Reglamento General de Gestión 
Financiera por Concepto de Venta de Información y Prestación de Servicios del 
Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología, está sujeto a los costos establecidos en 
el mencionado Reglamento y requiere al efecto la celebración del respectivo convenio. 
 
El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 
responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales 
específicos. 
 

 
Elaborado por: Dra. Mónica Basantes Gaona 
Revisado y Aprobado por: Dr. Eduardo Holguín Padovani 
28-06-2021 
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RAZÓN: Conforme a lo prescrito en el artículo 6 del Reglamento de Concesión de
Copias Certificadas y Certificaciones de Documentos por parte de la Procuraduría
General del Estado, siento por tal que las DOCE (12) fojas que contienen los Extractos
de Pronunciamientos emitidos por la Procuraduría General del Estado en el mes de mayo
de 2021, son iguales a los documentos que reposan en el archivo de la Secretaría General.
Previo al proceso de digitalización se constató y verificó con los documentos digitales,
en el estado que fueron transferidos y a los cuales me remito en caso de ser necesario.-
LO CERTIFICO.
D.M., de Quito, a 28 de junio de 2021.

Ab. Erika Segura Ronquillo
SECRETARIA GENERAL
OBSERVACIONES:

1. Este documento está firmado electrónicamente, en consecuencia, tiene igual validez
y se le reconocerá los mismos efectos jurídicos que una firma manuscrita, conforme
lo dispone el artículo 14 de la Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y
Mensajes de Datos.

2. El documento que antecede, tiene la validez y eficacia de un documento físico
original, en armonía a lo prescrito en los artículos 202 del Código Orgánico General
de Procesos; 147 del Código Orgánico de la Función Judicial; 2, 51 y 52 de la Ley de
Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y Mensajes de Datos.

3. Esta información se fundamenta en los principios de confidencialidad y de reserva,
previstos en el artículo 5 de la Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y
Mensajes de Datos, y su incumplimiento será sancionado conforme a lo dispuesto en
la ley.

4. La Secretaría General de la Procuraduría General del Estado no se responsabiliza por
la veracidad y estado de los documentos presentados para la concesión de copias
certificadas y certificaciones por parte de las unidades que los custodian y que pueden
conducir a error o equivocación. Así como tampoco su difusión, uso doloso o
fraudulento que se pueda hacer de los documentos certificados.

ERIKA ALEXANDRA
SEGURA RONQUILLO

Firmado digitalmente por ERIKA 
ALEXANDRA SEGURA RONQUILLO 
Fecha: 2021.06.28 17:13:08 -05'00'
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SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS

Dr. Marcelo Alfonso Torres Garcés 
DIRECTOR DE ASESORÍA JURÍDICA 

DELEGADO DE LA SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 

Considerando:

Que el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce y
garantiza el derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria; 

Que la Constitución de la República en su artículo 154, numeral 1, determina que corresponde a los
Ministros de Estado en la esfera de sus competencias expedir las normas, acuerdos y resoluciones
que sean necesarias para la gestión ministerial; 

Que el artículo 36 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece que las organizaciones
sociales que desearen tener personalidad jurídica, deberán tramitarla en las diferentes instancias
públicas que correspondan a su ámbito de acción, y actualizarán sus datos conforme a sus 
estatutos; 

Que el Código Civil, en el Libro Primero, Título XXX prevé la constitución de Corporaciones y
Fundaciones, así como reconoce la facultad de la autoridad que otorgó su personalidad jurídica,
para disolverlas a pesar de la voluntad de sus miembros si llegan a comprometer la seguridad o los
intereses del Estado, o no corresponden al objeto de su institución; 

Que el artículo 565 del Código ibídem determina que no son personas jurídicas las Fundaciones o
Corporaciones que no se hayan establecido en virtud de una ley, o que no hayan sido aprobadas por
el Presidente de la República; 

Que el literal k) del artículo 11 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función
Ejecutiva - ERJAFE, establece como una de las atribuciones del Presidente de la República, delegar
a los Ministros, de acuerdo con la materia de que se trate, la aprobación de los estatutos de las
Fundaciones o Corporaciones, y el otorgamiento de personalidad jurídica, según lo previsto en los
artículos 565 y 567 del Código Civil; 

Que el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son competentes para el
despacho de todos los asuntos inherentes a sus Ministerios sin necesidad de autorización alguna del
Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes especiales. Los
Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y
deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando lo estimen
conveniente, siempre y cuando las delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del
Despacho Ministerial; 

Que el artículo 55 del ERJAFE, establece que las atribuciones propias de las diversas entidades y
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autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables en las
autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas por la Ley o
por Decreto; 

Que mediante Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017, publicado en el Registro
Oficial, Suplemento No. 109 de 27 de octubre de 2017, se expide el Reglamento para el
otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; 

Que el artículo 2 del Decreto Ejecutivo ibídem, menciona que su ámbito rige para las
organizaciones sociales y demás ciudadanas y ciudadanos con personalidad jurídica que, en uso del
derecho a la libertad de asociación y reunión, participan voluntariamente en las diversas
manifestaciones y formas de organización de la sociedad, y, para las entidades u organismos
competentes del Estado que otorgan personalidad jurídica a las organizaciones que lo soliciten en el
ámbito de su gestión; 

Que el artículo 7 del Decreto Ejecutivo ibídem, señala que para otorgar personalidad jurídica a las
organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo requieran, las instituciones
competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias específicas, observarán que los actos
relacionados con la constitución, aprobación, reforma y codificación de estatutos, disolución,
liquidación, registro y demás actos que tengan relación con la vida jurídica de las organizaciones
sociales, se ajusten a las disposiciones constitucionales, legales y al mencionado Reglamento; 

Que el artículo 10 del Decreto Ejecutivo ibídem señala que las Fundaciones podrán ser constituidas
por la voluntad de uno o más fundadores. Estas organizaciones buscan o promueven el bien común
de la sociedad, incluyendo las actividades de promocionar, desarrollar e incentivar dicho bien en
sus aspectos sociales, culturales, educacionales, ambientales, deportivas, así como actividades
relacionadas con la filantropía y beneficencia pública; entre otras; 

Que el artículo 12 del Decreto Ejecutivo ibídem, establece los requisitos que las Corporaciones y
Fundaciones sin fines de lucro, deben dar estricto cumplimiento para la aprobación de su
personalidad jurídica; 

Que el artículo 13 del Decreto Ejecutivo ibídem, establece el procedimiento para la aprobación del
estatuto y otorgamiento de personalidad jurídica de las Corporaciones y Fundaciones sin fines de
lucro, por parte de las Carteras de Estado competentes; 

Que mediante Decreto Ejecutivo No. 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente Constitucional
de la República del Ecuador, decretó transformar el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y
Cultos, en la Secretaría de Derechos Humanos, como una entidad de derecho público, con
personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa, operativa y financiera, la misma que
tiene a su cargo las competencias de derechos humanos, erradicación de la violencia contra mujeres,
niñas, niños y adolescentes; protección a pueblos indígenas en aislamiento voluntario; y, acceso
efectivo a una justicia de calidad y oportuna; 

Que el entonces Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos de conformidad al Acuerdo
Ministerial Nº SNGP-008-2014 de 27 de noviembre de 2014, publicado en el Registro Oficial No.
438 de 13 de febrero de 2015, tenía la facultad de reconocer la personalidad jurídica de
Corporaciones y Fundaciones que tengan dentro de su ámbito de acción, objetivos y fines
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relacionados con la cultura ciudadana en derechos, y, la solución de conflictos dentro de la
participación ciudadana; 

Que mediante Decreto Ejecutivo No. 631 de 4 de enero de 2019, el Presidente Constitucional de la
República, decretó que el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos queda extinguido el
14 de enero de 2019, fecha en la cual empezará a funcionar la Secretaría de Derechos Humanos, la
misma que asume las competencias para la aprobación de organizaciones sociales cuyo ámbito de
acción, objetivos y fines correspondían al extinto Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos; 

Que mediante Decreto Ejecutivo No. 818 de 3 de julio de 2019, el Presidente Constitucional de la
República, designó a la señora Cecilia del Consuelo Chacón Castillo como Secretaria de Derechos 
Humanos; 

Que mediante Resolución No. SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, suscrito por la
máxima autoridad de la Secretaría de Derechos Humanos, en su artículo 17 establece de manera
textual lo siguiente: “El Secretario de Derechos Humanos, delega a el/la director/a” de Asesoría

Jurídica, para que a su nombre y representación, ejerza las facultades y atribuciones siguientes: 1.

Suscribir resoluciones relativas al otorgamiento de personalidad jurídica, (…) de las

Corporaciones y Fundaciones cuyos fines y objetivos se encuentren enmarcados en las

competencias de la Secretaría de Derechos Humanos; 

Que mediante Resolución No. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 2020, suscrito por
la magíster Cecilia del Consuelo Chacón Castillo, en su calidad de Secretaria de Derechos
Humanos, resolvió en su artículo único lo siguiente: “Sustituir en las Resoluciones No.

SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, (…) las palabras “Director/a de Asesoría

Jurídica” o “Coordinador/a General de Asesoría Jurídica” por lo siguiente: “el/la Responsable de

la Gestión Jurídica”, al contar esta Cartera de Estado con una nueva estructura institucional
aprobada por el Viceministerio del Servicio Público del Ministerio del Trabajo; 

Que mediante Acción de Personal No. A-0119 de 01 de septiembre de 2020, la delegada de la
Autoridad Nominadora de la Secretaría de Derechos Humanos, resolvió designar como Director de
Asesoría Jurídica, al doctor Marcelo Alfonso Torres Garcés; 

Que mediante solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con No.
SDH-CGAF-DA-2021-0810-E, el abogado Edison Javier Carrillo Vizcaíno, en su calidad de
Presidente provisional de la Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz Ciudadana “S & J”,
domiciliada en el cantón Quito, provincia de Pichincha, solicitó la aprobación del Estatuto y la
personalidad jurídica de la mencionada organización sin fines de lucro; 

Que mediante oficio No. SDH-DAJ-2021-1033-O de 20 de abril de 2021, se realizaron
observaciones a la documentación presentada por la Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz
Ciudadana “S & J”, previo a la aprobación del Estatuto y reconocimiento de su personalidad 
jurídica; 

Que mediante solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con No.
SDH-CGAF-DA-2021-1995-E, el Presidente provisional de la Fundación Solidaridad & Justicia
para la Paz Ciudadana “S & J”, domiciliada en el cantón Quito, provincia de Pichincha, solicitó
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continuar con la aprobación del Estatuto y la personalidad jurídica de la mencionada organización
sin fines de lucro, acogiendo las observaciones realizadas a la documentación en el oficio del
considerando anterior; 

Que mediante memorando No. SDH-DAJ-2021-0315-M de 17 de mayo de 2021, el abogado Carlos
Iván Cisneros Cruz, en su calidad de Especialista comunicó al Director de Asesoría Jurídica, el
cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa legal y aplicable, por parte de la
Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz Ciudadana “S & J”, y, en concordancia con el
principio constitucional de asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria,
recomienda la aprobación de su Estatuto y personalidad jurídica, recalcando que todas las
actividades que realice la organización respecto al establecimiento o creación de un Centro de
Mediación y Arbitraje, se las realizará en cumplimiento a la normativa legal aplicable y las normas
específicas del Consejo de la Judicatura, y, dentro del límite de sus competencias; y,  

En ejercicio de las facultades previstas en los artículos 66 numeral 13), y 154 numeral 1) de la
Constitución de la República del Ecuador; los artículos 11 literal k), 17 y 55 del Estatuto del
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (ERJAFE); en concordancia con los
artículos 2, 7, 10, 12 y 13 del Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las
Organizaciones Sociales, y, en cumplimiento a la delegación constante en el numeral 1) del artículo
17 de la Resolución No. SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, y, la Resolución No.
SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 2020, 

Resuelve:

Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y otorgar personalidad jurídica a la FUNDACIÓN
SOLIDARIDAD & JUSTICIA PARA LA PAZ CIUDADANA “S & J”, con domicilio principal
en el cantón Quito, provincia de Pichincha, como persona jurídica de derecho privado sin fines de
lucro, que para el ejercicio de sus derechos y obligaciones actuará dentro del límite de sus
competencias, y, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del
Ecuador, el Titulo XXX del Libro Primero del Código Civil, el Reglamento para el Otorgamiento
de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales, expedido mediante Decreto Ejecutivo No.
193 de 23 de octubre de 2017, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 109 de 27 de
octubre de 2017, y, demás normativa legal aplicable. 

Artículo 2.- La Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz Ciudadana “S & J”, se obliga a poner
en conocimiento de la Secretaría de Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto,
integrantes de su Directorio, inclusión y salida de miembros, y demás información relevante de las
actividades que la organización realice en apego a la normativa legal vigente y estatutaria. 

Artículo 3.- La Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz Ciudadana “S & J”, realizará los
trámites pertinentes en el Servicio de Rentas Internas, a fin de obtener el Registro Único de
Contribuyente - RUC. 

Artículo 4.- La Secretaría de Derechos Humanos, registra en calidad de miembros fundadores a las
personas de la Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz Ciudadana “S & J”, que suscribieron el
acta constitutiva de la organización, el mismo que consta dentro de los documentos que forman
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parte del expediente administrativo de la entidad. 

Artículo 5.- El Presidente Provisional de la Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz
Ciudadana “S & J”, convocará a Asamblea General para la elección de la Directiva, conforme lo
dispone el artículo 16 del Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las
Organizaciones Sociales. 

Artículo 6.- La Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz Ciudadana “S & J”, en el caso de
crear un Centro de Mediación y Arbitraje, está obligada a registrarla ante el Consejo de la
Judicatura, de conformidad a lo establecido en el artículo 39 de la Codificación de la Ley de
Arbitraje y Mediación, y, el Instructivo de Registro y Funcionamiento de Centros de Mediación,
expedido mediante Resolución del Consejo de la Judicatura No. 26 de 20 de febrero de 2018,
publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 209 de 27 de marzo de 2018. 

Artículo 7.- La Secretaría de Derechos Humanos podrá ordenar la cancelación del registro de la
Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz Ciudadana “S & J”, de comprobarse las causales
establecidas en el artículo 19 del Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017, o la norma
que regula este proceso al momento de haber incurrido en la causal. 

Artículo 8.- Notificar al Presidente Provisional de la Fundación Solidaridad & Justicia para la Paz
Ciudadana “S & J”, con un ejemplar de la presente Resolución, de conformidad con lo dispuesto en
la normativa legal vigente. 

La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 

Por delegación de la Secretaria de Derechos Humanos, suscribo. 

Comuníquese y publíquese.- 

Documento firmado electrónicamente

Dr. Marcelo Alfonso Torres Garcés
DIRECTOR DE ASESORÍA JURÍDICA 

Referencias: 
- SDH-CGAF-DA-2021-1995-E 

Copia: 
Señora Ingeniera
Soraya del Pilar Arévalo Serrano
Directora Administrativa

cc
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2021-0305 

CATALINA PAZOS CHIMBO 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador manifiesta: “Las
superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y 
control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que 
prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y 
servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las 
superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades 
específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y 
vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley (…)”;

Que, el artículo 226 de la Norma Suprema establece: “Las instituciones del Estado, sus 
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen 
en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones 
para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución”; 

Que, el artículo 3 del Código Orgánico Administrativo dispone: “Principio de eficacia. Las 
actuaciones administrativas se realizan en función del cumplimiento de los fines previstos 
para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias”;

Que,  el artículo 14 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria determina:
“Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se disolverán y liquidarán por voluntad 
de sus integrantes, expresada con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes, y 
por las causales establecidas en la presente Ley y en el procedimiento estipulado en su 
estatuto social (…)”;

Que,  el artículo 57 de la citada Ley Orgánica dispone: “Las cooperativas podrán disolverse, 
por las siguientes causas:(…) e) Por resolución de la Superintendencia, en los siguientes 
casos: (…) 3. La inactividad económica o social por más de dos años; (…)”;

Que, el artículo 58 ibídem establece: “La Superintendencia, a petición de parte o de oficio, 
podrá declarar inactiva a una cooperativa que no hubiere operado durante dos años 
consecutivos. Se presume esta inactividad cuando la organización no hubiere remitido 
los balances o informes de gestión correspondientes (…) Si la inactividad persiste por 
más de tres meses desde la publicación, la Superintendencia podrá declararla disuelta y 
disponer su liquidación y cancelación del Registro Público”;

Que,  el artículo innumerado a continuación del 23 del Reglamento General de la Ley Orgánica 
de Economía Popular y Solidaria determina: “(…) A las asociaciones se aplicarán de 
manera supletoria las disposiciones que regulan al sector cooperativo, considerando las 
características y naturaleza propias del sector asociativo”;

Que,  el artículo 55 del Reglamento antes indicado dispone: “Resolución de la
Superintendencia.- La Superintendencia, podrá resolver, de oficio, o a petición de parte, 
en forma motivada, la disolución y consiguiente liquidación de una organización bajo su 
control, por las causales previstas en la Ley (...)”;
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Que,  el artículo 56 del Reglamento citado dispone: “La resolución de disolución y liquidación 
de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un periódico de amplia circulación 
nacional y/o del domicilio de la organización.”;

Que,  el primer artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento ut 
supra determina: “(…) Liquidación sumaria.- En los casos en que una organización no 
haya realizado actividad económica o habiéndola efectuado tuviere activos menores a 
un Salario Básico Unificado, la Superintendencia, a petición de parte o de oficio, podrá 
disolver a la organización y liquidar a la misma en un solo acto, sin que sea necesaria la 
realización de un proceso de liquidación, con base en las disposiciones que emita dicho 
Organismo de Control.- La liquidación sumaria también procederá respecto de las 
organizaciones que no hayan superado la causal de inactividad, dentro del plazo de tres 
meses contados desde la publicación de la Resolución que declare la inactividad, en cuyo 
caso se confirmará la presunción de que la organización no ha realizado actividad 
económica.- En caso de existir saldo o remanente del activo de las organizaciones 
liquidadas, este se destinará a los objetivos previstos en su Estatuto Social”;

Que,  el tercer artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 ibídem determina: 
“(…) Procedimiento de Inactividad.- La Superintendencia, a petición de parte o de oficio, 
podrá declarar inactiva a una organización bajo su control y supervisión, que no hubiere 
operado durante dos años consecutivos o más. (…) De no superarse la causal de 
inactividad, la Superintendencia pondrá en conocimiento de los posibles acreedores, a 
través de una publicación en la prensa, informando que la organización entrará a un 
proceso de liquidación sumaria, quienes podrán comparecer en el término de quince días 
contados a partir de la publicación para que justifiquen su calidad.- De existir 
acreedores, se procederá conforme lo determinado en la normativa vigente”;

Que,  el artículo 153 del aludido Reglamento dispone: “Control.- El control es la potestad 
asignada a la Superintendencia, para vigilar el cumplimiento de la ley, este reglamento 
y las regulaciones, en el ejercicio de las actividades económicas y sociales, por parte de 
las organizaciones sujetas a la misma. La Superintendencia, ejercerá el control en forma 
objetiva, profesional e independiente”; 

Que,  la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones 
Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida con 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de 
septiembre de 2020, en el artículo 1 dispone: “Ámbito: La presente resolución aplica a 
las cooperativas y asociaciones de la Economía Popular y Solidaria, en lo sucesivo 
‘organización u organizaciones’, sujetas al control de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, en adelante ‘Superintendencia’”;

Que, el artículo 6 ibídem dispone: “Liquidación sumaria de oficio o forzosa: La 
Superintendencia de oficio podrá disponer la disolución y liquidación sumaria en un solo 
acto de una organización, la extinción de la personalidad jurídica y la exclusión de los 
registros correspondientes, sin que sea necesaria la realización de un proceso de 
liquidación, en cualquiera de los siguientes casos: (…) 3) Si la organización no hubiera 
superado la causal de inactividad en el plazo de tres meses, contados a partir de la 
publicación de la resolución que declare dicho estado; en cuyo caso se confirmará la 
presunción de que la organización no ha realizado actividad económica.- Para este 
efecto, la Superintendencia pondrá en conocimiento de los posibles acreedores a través 
de una publicación en la prensa, informando que la organización entrará en liquidación 
sumaria, quienes podrán comparecer en el término de quince días a partir de la 
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publicación, para que justifiquen su calidad. Luego de lo cual se incorporarán en los 
informes respectivos y en la resolución de extinción, la información presentada producto 
de la publicación, precisando que los posibles acreedores puedan ejercer sus derechos 
ante la instancia respectiva”;

Que,  el artículo 7 de la referida Norma de Control señala: “Artículo 7.- Procedimiento: La 
Superintendencia, previa la aprobación de los informes correspondientes, resolverá la 
disolución y liquidación sumaria de oficio o forzosa de la organización, dispondrá la 
extinción de la personalidad jurídica y la exclusión de los registros correspondientes”;

Que,  la Disposición General Primera de la Norma citada establece: (…) En las liquidaciones 
sumarias voluntaria o de oficio o forzosa, no se designará liquidador”;

Que,  mediante Resolución No. SEPS-ROEPS-2016-902708, de 18 de octubre de 2016, este 
Organismo de Control aprobó el estatuto y concedió personalidad jurídica a la 
ASOCIACIÓN DE PRODUCCIÓN PECUARIA TANDAPI “ASOPROTANDA”;

Que, por medio de la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-DNLSNF-
2019-031, de 05 de agosto de 2019, conforme lo dispuesto en el artículo 58 de la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria, este Organismo de Control resolvió declarar 
inactivas a novecientas cuarenta y un (941) organizaciones de la economía popular y 
solidaria. En el artículo tercero de la indicada Resolución se dispuso lo siguiente: “(...)
Prevenir a los directivos de las organizaciones antes mencionadas que si transcurridos 
tres meses desde la publicación de la presente Resolución, persisten en la inactividad, 
la Superintendencia podrá declararlas disueltas y disponer su liquidación y 
cancelación del Registro Público, de conformidad con lo que dispone el cuarto inciso 
del artículo 58 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, por lo cual dentro 
del plazo anteriormente enunciado deberán presentar los descargos que consideren 
pertinentes (...)” (énfasis agregado);

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGT-2019-1729, de 28 de agosto de 2019, la 
Intendencia General Técnica pone en conocimiento de la Intendencia del Sector No 
Financiero, así como de las Intendencias Zonales, que: “(…) Mediante Resolución No. 
SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019, 
cuya copia acompaño, la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, declaró 
inactivas a 941 organizaciones del sector no financiero, de conformidad a lo establecido 
en el artículo 58 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria. .- Dentro del 
marco normativo antes citado, la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 
procedió a publicar la Resolución referida en primer término, en el diario Metro, el 22 y 
23 de agosto de 2019, cuya copia adjunto, por tal motivo, solicito que dentro del ámbito 
de jurisdicción y conforme las disposiciones emitidas por este Organismo de Control, se 
realice el control y seguimiento de la ejecución del proceso de inactividad de las 941 
organizaciones del sector no financiero de la Economía Popular y Solidaria. .- En 
consecuencia de lo anterior, agradeceré que una vez haya culminado el tiempo 
establecido en el artículo 58 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, 
contado a partir de la mencionada publicación, se sirvan comunicar a la Intendencia de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, sobre el cumplimiento o incumplimiento 
por parte de las organizaciones a las disposiciones contenidas en la Resolución No. 
SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019 
(…)”;
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Que, en el Informe Técnico No. SEPS-ISNF-DNSSNF-2020-11, de 20 de febrero de 2020, la 
Dirección Nacional de Seguimiento del Sector No Financiero concluye que: “(…) La 
declaratoria de inactividad contenida en la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-
DNLQSNF-DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019, fue comunicada a las 
organizaciones a través de la publicación en prensa el 22 y 23 de agosto de 2019, de 
conformidad con el numeral 1 del artículo 168 del COA (…) Las 69 organizaciones 
contenidas en el Anexo 1, NO han presentado el ‘FORMULARIO RENTA 
SOCIEDADES’ en el SRI de los años 2016 y 2017, información que ha sido corroborada 
en la página web del SRI https://srienlinea.sri.gob.ec/sri-en-linea/#/inicio/SOC, dentro 
del convenio que mantiene la SEPS con el SRI en línea y por la falta de información 
ingresada a esta Superintendencia referente al tema; por lo que, se encuentran incursas 
en el numeral 3 del literal e) del Artículo 57 de la LOEPS, concordante con el cuarto 
inciso del Artículo 58 de la misma Ley Orgánica, es decir no han superado la causal de 
inactividad contenida en la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-
DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019. .- Del levantamiento de información 
contenida en los anexos 5 y 6, se evidencia que las organizaciones detalladas en el Anexo 
1, NO mantienen activos a su nombre. .- Finalmente, de la consulta de obligaciones con 
la SEPS y con IESS contenida en el anexo 7, se desprende que las organizaciones 
referidas en este informe, no mantienen obligaciones pendientes con las citadas 
entidades. .- E. RECOMENDACIONES: .- Aprobar el presente informe y emitir el acto 
administrativo que en derecho corresponda, a través del cual se inicie del (sic) proceso 
de liquidación forzosa sumaria, en el cual se declare la disolución y liquidación de las 
organizaciones contenidas en el Anexo 1, de conformidad con el Artículo 57 de la LOEPS 
que señala: ‘[…]Las cooperativas podrán disolverse, por las siguientes causas: […]e) 
Por resolución de la Superintendencia, en los siguientes casos: […] 3. La inactividad 
económica o social por más de dos años […]’; concordante con el cuarto inciso del 
Artículo 58 de la citada Ley, que dispone: ‘[…] Si la inactividad persiste por más de tres 
meses desde la publicación, la Superintendencia podrá declararla disuelta y disponer su 
liquidación y cancelación del Registro Público’; en concordancia con el artículo 5 de la 
Resolución No. SEPS-IFMR-IGJ-2018-028 de 3 de agosto de 2018, (…)”. Entre las
organizaciones de la economía popular y solidaria que constan en el Anexo 1, al que se 
hace referencia, se encuentra la ASOCIACIÓN DE PRODUCCIÓN PECUARIA 
TANDAPI “ASOPROTANDA”, con Registro Único de Contribuyentes No.
1792711185001;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-ISNF-DNSSNF-2020-0268, de 20 de febrero de 2020, 
la Dirección Nacional de Seguimiento del Sector No Financiero, remite a la Intendencia 
del Sector No Financiero, el Informe Técnico No. SEPS-ISNF-DNSSNF-2020-11, en el 
cual esa Dirección recomienda: “(…) el inicio del proceso de liquidación forzosa sumaria 
de 69 organizaciones por no haber superado la declaratoria de inactividad”;

Que, la Intendencia del Sector No Financiero, por medio del Memorando No. SEPS-SGD-
ISNF-2020-0285, de 20 de febrero de 2020, remite a la Intendencia de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución el Memorando No. SEPS-SGD-ISNF-DNSSNF-2020-0268, 
contentivo a su vez del Informe Técnico No. SEPS-ISNF-DNSSNF-2020-11, y
manifiesta:“(…) la DNSSNF, recomienda iniciar el proceso de liquidación forzosa 
sumaria de 69 organizaciones por no haber superado la declaratoria de inactividad y no 
mantener activos y obligaciones pendientes a su nombre. La citada recomendación ha 
sido acogida por parte de esta Intendencia, por lo cual es puesta en su conocimiento para 
los fines legales pertinentes”;

Que,  el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2020-049, de 16 de abril de 2020, el 
Director Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la Economía 
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Popular y Solidaria señala: “(…). 2. ANÁLISIS TÉCNICO: .- La Dirección Nacional 
(sic) Seguimiento Sector No Financiero, efectuó un análisis de la base de datos de 
organizaciones, de lo cual recomendó declarar disponer la liquidación forzosa, (…) 2.2.
REPORTE DE TRÁMITES: .- Mediante Memorando No. SEPS-SGD-SGE-DNDAN-
2020-0478 de 10 de febrero de 2020, la Dirección Nacional de Documentación, Archivo 
y Notificaciones, pone en conocimiento de la Dirección Nacional Seguimiento Sector No 
Financiero, el reporte de los trámites ingresados por las organizaciones que fueron 
declaradas inactivas. Del citado reporte se evidencia que las 69 organizaciones, NO han 
remitido información referente a la declaratoria de inactividad. (…).- 4.
CONCLUSIONES: .- (…) 4.2. En los cortes de información obtenidos de los años 2016 
y 2017, las 69 organizaciones no remitieron al Servicio de Rentas Internas, información 
financiera en la Declaración de Impuesto a la Renta. (…) 4.7. Con fundamento en la 
normativa expuesta en el presente informe se concluye que 69 organizaciones de la EPS, 
han incumplido con lo establecido en el marco legal citado de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria y su Reglamento General; por lo que es procedente 
declarar la liquidación forzosa sumaria y la extinción de las organizaciones 
mencionadas anteriormente. .- 5. RECOMENDACIONES: .- 5.1. Declarar la 
liquidación forzosa sumaria de 69 organizaciones de la EPS, analizadas en el presente 
informe técnico, en razón que se encuentran incursas en el numeral 3, literal e), del 
artículo 57 de la Ley Orgánica de Economía Popular (sic) (…); concordante con el 
cuarto inciso del artículo 58 de la citada Ley, (…), en concordancia con el artículo 
innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General a la Ley 
antes citada (…)en vista que no superaron la causal de inactividad, por cuanto no 
presentaron información financiera de los años 2016 y 2017, además no se evidencia la 
existencia de activos y actividad económica (…)”. Entre las organizaciones de la 
economía popular y solidaria a las que se hace referencia, se encuentra la ASOCIACIÓN 
DE PRODUCCIÓN PECUARIA TANDAPI “ASOPROTANDA”, con Registro Único 
de Contribuyentes No. 1792711185001; 

Que, por medio del Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNILO-2020-0360, de 21 de abril 
de 2020, la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la 
Economía Popular y Solidaria puso en conocimiento de la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-
DNILO-2020-049, “(…) en el cual se establece la liquidación forzosa sumaria de 69 
organizaciones de la economía popular y solidaria declaradas inactivas, en razón que se 
encuentran incursas en el numeral 3, literal e), del artículo 57 de la Ley Orgánica de 
Economía Popular (sic) (…);concordante con el cuarto inciso del artículo 58 de la citada 
Ley, (…) en concordancia con el artículo innumerado agregado a continuación del 
artículo 64 del Reglamento General a la Ley antes citada y el artículo 5 del 
Procedimiento para las liquidaciones sumarias de las organizaciones sujetas al control 
de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, contenido en la Resolución No. 
SEPS-IFMR-IGJ-2018-028 de 03 de agosto de 2018, en razón que no superaron la causal 
de inactividad, por cuanto no presentaron información financiera de los años 2016 y 
2017, además no se evidencia la existencia de activos y actividad económica (…)”;

Que,  con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2020-0373, de 22 de abril de 2020, el 
Intendente Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución: “(…) establece la 
liquidación forzosa sumaria de 69 organizaciones de la economía popular y solidaria, 
declaradas inactivas, en razón que se encuentran incursas en el numeral 3, literal e), del 
artículo 57 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, (…),concordante con 
el cuarto inciso del artículo 58 de la citada Ley (…), en concordancia con el artículo 
innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General a la Ley 
antes citada; y, el artículo 5 del Procedimiento para las liquidaciones sumarias de las 
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organizaciones sujetas al control de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, contenido en la Resolución No. SEPS-IFMR-IGJ-2018-028 de 03 de agosto de 
2018, en razón que no superaron la causal de inactividad, por cuanto no presentaron 
información financiera de los años 2016 y 2017, además no se evidencia la existencia de 
activos y actividad económica (…)”. Entre las organizaciones de la economía popular y 
solidaria a las que se hace referencia, se encuentra la ASOCIACIÓN DE PRODUCCIÓN 
PECUARIA TANDAPI “ASOPROTANDA”, con Registro Único de Contribuyentes No.
1792711185001;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2020-1866, de 16 de septiembre de 2020, desde el 
punto de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el respectivo informe;

Que, consta a través del Sistema de Gestión Documental de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria que, respecto del Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2020-1866, el 16
de septiembre de 2020 la Intendencia General Técnica emitió su proceder para continuar 
con el proceso referido;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2020-2221, de 10 de diciembre de 2020, el 
Intendente Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución señala: “(…) debo 
indicar que se realizó la publicación de llamamiento a posibles acreedores en Diario 
“Metro” de circulación nacional, el 18 de noviembre de 2020, la misma que adjunto.-
En ese sentido, ante el referido llamado debo comunicar que no se ha registrado ingreso 
documental u oficio alguno, ante posibles acreencias, de ninguna de las sesenta y nueve 
(69) organizaciones, por lo que solicito se sirva continuar con la elaboración de las 
respectivas resoluciones de disolución y liquidación sumaria de oficio o forzosa”;

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedido mediante 
Resolución No. SEPS-IGT-IGG-IGJ-037, de 21 de octubre de 2019, el Intendente 
General Técnico tiene entre sus atribuciones y responsabilidades el suscribir las 
resoluciones de liquidación y extinción de las organizaciones controladas; y,

Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 733, de 25 de junio de 2018, el Intendente 
General de Gestión (E), delegado del Superintendente de Economía Popular y Solidaria, 
nombró como Intendente General Técnico a la señora Catalina Pazos Chimbo. 

En uso de las atribuciones legales y reglamentarias,

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar disuelta y liquidada a la ASOCIACIÓN DE PRODUCCIÓN 
PECUARIA TANDAPI “ASOPROTANDA”, con Registro Único de Contribuyentes No. 
1792711185001, domiciliada en el cantón Mejía, provincia de Pichincha, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 57, literal e) numeral 3; y, 58, cuarto inciso, de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria; en concordancia con el artículo 14 ibídem y primer artículo 
innumerado agregado a continuación del 64 de su Reglamento General; así como de los artículos 
6 y 7 de la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones 
Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida con 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 
2020, por este Organismo de Control.
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ARTÍCULO SEGUNDO.- Declarar a la ASOCIACIÓN DE PRODUCCIÓN PECUARIA 
TANDAPI “ASOPROTANDA”, con Registro Único de Contribuyentes No. 1792711185001,
extinguida de pleno derecho conforme al primer artículo innumerado a continuación del 64 del 
Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, en concordancia con 
los artículos 6 y 7 de la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las 
Organizaciones Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, 
expedida con Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de 
septiembre de 2020, por este Organismo de Control.

ARTÍCULO TERCERO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, la 
cancelación del registro de la ASOCIACIÓN DE PRODUCCIÓN PECUARIA TANDAPI 
“ASOPROTANDA”.

ARTÍCULO CUARTO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica y Social 
con la presente Resolución para que proceda a retirar a la ASOCIACIÓN DE PRODUCCIÓN 
PECUARIA TANDAPI “ASOPROTANDA” del registro correspondiente. 

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Disponer que la Intendencia Nacional Administrativa Financiera, en coordinación 
con la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de esta Superintendencia, 
publique un extracto de la presente Resolución en un periódico de amplia circulación nacional 
y/o del domicilio de la organización; y, en el portal web de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria. 

SEGUNDA.- Los posibles acreedores podrán ejercer sus derechos ante la instancia respectiva, 
sin perjuicio de la publicación por la prensa previamente realizada por esta Superintendencia, con 
el fin de poner en su conocimiento que la organización entraría en un proceso de liquidación 
sumaria; de acuerdo a lo establecido en el numeral 3 del artículo 6 de la Norma de Control para 
el Procedimiento de Liquidación  Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida mediante Resolución No. SEPS-
IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 2020.  

TERCERA.- Disponer a la Secretaria General de esta Superintendencia sentar la razón respectiva 
del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-ROEPS-2016-902708; y, la 
publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción en los registros 
correspondientes. 

CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes.

QUINTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y Coactivas 
e Intendencia Nacional Administrativa Financiera, el contenido de la presente Resolución para 
que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades.  

SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de 
su publicación. De su cumplimiento encárguese a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución. 
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COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 07 días del 
mes de junio de 2021. 

CATALINA PAZOS CHIMBO 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO

Firmado electrónicamente por:
CATALINA  PAZOS CHIMBO
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO
2021-06-07 14:56:06

ANA LUCIA ANDRANGO
CHILAMA

Nombre de reconocimiento
SERIALNUMBER=0000508958 +
CN=ANA LUCIA ANDRANGO
CHILAMA, L=QUITO, OU=ENTIDAD DE
CERTIFICACION DE INFORMACION-
ECIBCE, O=BANCO CENTRAL DEL
ECUADOR, C=EC
Razón: CERTIFICO QUE ES ORIGINAL –
8 PÁGINAS
Localización: DNGDA - SEPS
Fecha: 2021-06-14T09:24:42.923-05:00
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2021-0306 

CATALINA PAZOS CHIMBO 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador determina: “Las 
superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y 
control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que 
prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y 
servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las 
superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades 
específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y 
vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley (…)”;

Que, el artículo 226 de la Norma Suprema establece: “Las instituciones del Estado, sus 
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen 
en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones 
para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución”; 

Que, el artículo 3 del Código Orgánico Administrativo dispone: “Principio de eficacia. Las 
actuaciones administrativas se realizan en función del cumplimiento de los fines previstos 
para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias”;

Que,  el artículo 14 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria determina:
“Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se disolverán y liquidarán por voluntad 
de sus integrantes, expresada con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes, y 
por las causales establecidas en la presente Ley y en el procedimiento estipulado en su 
estatuto social (…)”;

Que,  el artículo 57 de la citada Ley Orgánica dispone: “Las cooperativas podrán disolverse, 
por las siguientes causas:(…) e) Por resolución de la Superintendencia, en los siguientes 
casos: (…) 3. La inactividad económica o social por más de dos años; (…)”;

Que, el artículo 58 ibídem establece: “La Superintendencia, a petición de parte o de oficio, 
podrá declarar inactiva a una cooperativa que no hubiere operado durante dos años 
consecutivos. Se presume esta inactividad cuando la organización no hubiere remitido 
los balances o informes de gestión correspondientes (…) Si la inactividad persiste por 
más de tres meses desde la publicación, la Superintendencia podrá declararla disuelta y 
disponer su liquidación y cancelación del Registro Público”;

Que,  el artículo 55 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria dispone: “Resolución de la Superintendencia.- La Superintendencia, podrá 
resolver, de oficio, o a petición de parte, en forma motivada, la disolución y consiguiente 
liquidación de una organización bajo su control, por las causales previstas en la Ley 
(...)”;

Que,  el artículo 56 del Reglamento citado dispone: “La resolución de disolución y liquidación 
de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la Superintendencia de Economía 
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Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un periódico de amplia circulación 
nacional y/o del domicilio de la organización.”;

Que,  el primer artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento ut 
supra determina: “(…) Liquidación sumaria.- En los casos en que una organización no 
haya realizado actividad económica o habiéndola efectuado tuviere activos menores a 
un Salario Básico Unificado, la Superintendencia, a petición de parte o de oficio, podrá 
disolver a la organización y liquidar a la misma en un solo acto, sin que sea necesaria la 
realización de un proceso de liquidación, con base en las disposiciones que emita dicho 
Organismo de Control.- La liquidación sumaria también procederá respecto de las 
organizaciones que no hayan superado la causal de inactividad, dentro del plazo de tres 
meses contados desde la publicación de la Resolución que declare la inactividad, en cuyo 
caso se confirmará la presunción de que la organización no ha realizado actividad 
económica.- En caso de existir saldo o remanente del activo de las organizaciones 
liquidadas, este se destinará a los objetivos previstos en su Estatuto Social”;

Que,  el tercer artículo innumerado agregado luego del artículo 64 del Reglamento invocado 
dice: “Art. ….- Procedimiento de Inactividad.- La Superintendencia, a petición de parte 
o de oficio, podrá declarar inactiva a una organización bajo su control y supervisión,
que no hubiere operado durante dos años consecutivos o más (…).- Dentro del plazo de 
tres meses, contados a partir de la publicación de la Resolución que declare la 
inactividad, las organizaciones deberán justificar documentadamente que se encuentran 
operando y realizando actividades económicas; esto es, que realizan actividades 
tendientes a cumplir con el objeto social principal, establecido en su estatuto social; y, 
que poseen activos registrados a nombre de la organización, de un salario básico 
unificado o superiores, como consecuencia de la actividad económica que realizan.- Es 
responsabilidad exclusiva de las organizaciones el documentar la superación de la 
causal de inactividad, únicamente dentro del plazo anterior. Las declaraciones de 
impuestos con valores en cero, que las organizaciones realicen ante la autoridad 
tributaria, no serán suficientes para superar la causal de inactividad.- (…) De no 
superarse la causal de inactividad, la Superintendencia pondrá en conocimiento de los 
posibles acreedores, a través de una publicación en la prensa, informando que la 
organización entrará a un proceso de liquidación sumaria, quienes podrán comparecer 
en el término de quince días contados a partir de la publicación, para que justifiquen su 
calidad (…)”;

Que,  el artículo 153 del aludido Reglamento dispone: “Control.- El control es la potestad 
asignada a la Superintendencia, para vigilar el cumplimiento de la ley, este reglamento 
y las regulaciones, en el ejercicio de las actividades económicas y sociales, por parte de 
las organizaciones sujetas a la misma. La Superintendencia, ejercerá el control en forma 
objetiva, profesional e independiente”; 

Que,  la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones 
Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida con 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de 
septiembre de 2020, en el artículo 1 dispone: “Ámbito: La presente resolución aplica a 
las cooperativas y asociaciones de la Economía Popular y Solidaria, en lo sucesivo 
‘organización u organizaciones’, sujetas al control de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, en adelante ‘Superintendencia’”;

Que, el artículo 6 ibídem dispone: “Liquidación sumaria de oficio o forzosa: La 
Superintendencia de oficio podrá disponer la disolución y liquidación sumaria en un solo 
acto de una organización, la extinción de la personalidad jurídica y la exclusión de los 
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registros correspondientes, sin que sea necesaria la realización de un proceso de 
liquidación, en cualquiera de los siguientes casos: (…) 3) Si la organización no hubiera 
superado la causal de inactividad en el plazo de tres meses, contados a partir de la 
publicación de la resolución que declare dicho estado; en cuyo caso se confirmará la 
presunción de que la organización no ha realizado actividad económica.- Para este 
efecto, la Superintendencia pondrá en conocimiento de los posibles acreedores a través 
de una publicación en la prensa, informando que la organización entrará en liquidación 
sumaria, quienes podrán comparecer en el término de quince días a partir de la 
publicación, para que justifiquen su calidad. Luego de lo cual se incorporarán en los 
informes respectivos y en la resolución de extinción, la información presentada producto 
de la publicación, precisando que los posibles acreedores puedan ejercer sus derechos 
ante la instancia respectiva”;

Que,  el artículo 7 de la referida Norma de Control señala: “Artículo 7.- Procedimiento: La 
Superintendencia, previa la aprobación de los informes correspondientes, resolverá la 
disolución y liquidación sumaria de oficio o forzosa de la organización, dispondrá la 
extinción de la personalidad jurídica y la exclusión de los registros correspondientes”;

Que,  la Disposición General Primera de la Norma citada establece: (…) En las liquidaciones 
sumarias voluntaria o de oficio o forzosa, no se designará liquidador”;

Que,  mediante Resolución No. SEPS-ROEPS-2016-902730, de 20 de octubre de 2016, este 
Organismo de Control aprobó el estatuto y concedió personalidad jurídica a la 
COOPERATIVA DE PRODUCCIÓN ARTESANAL MUSHUC KHALLARINA 
(NUEVO COMENZAR) “COOPARTMUSHKHA”;

Que, por medio de la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-DNLSNF-
2019-031, de 05 de agosto de 2019, conforme lo dispuesto en el artículo 58 de la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria, este Organismo de Control resolvió declarar 
inactivas a novecientas cuarenta y un (941) organizaciones de la economía popular y 
solidaria. En el artículo tercero de la indicada Resolución se dispuso lo siguiente: “(...)
Prevenir a los directivos de las organizaciones antes mencionadas que si transcurridos 
tres meses desde la publicación de la presente Resolución, persisten en la inactividad, 
la Superintendencia podrá declararlas disueltas y disponer su liquidación y 
cancelación del Registro Público, de conformidad con lo que dispone el cuarto inciso 
del artículo 58 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, por lo cual dentro 
del plazo anteriormente enunciado deberán presentar los descargos que consideren 
pertinentes (...)” (énfasis agregado);

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGT-2019-1729, de 28 de agosto de 2019, la 
Intendencia General Técnica pone en conocimiento de la Intendencia del Sector No 
Financiero, así como de las Intendencias Zonales, que: “(…) Mediante Resolución No. 
SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019, 
cuya copia acompaño, la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, declaró 
inactivas a 941 organizaciones del sector no financiero, de conformidad a lo establecido 
en el artículo 58 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria. .- Dentro del 
marco normativo antes citado, la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 
procedió a publicar la Resolución referida en primer término, en el diario Metro, el 22 y 
23 de agosto de 2019, cuya copia adjunto, por tal motivo, solicito que dentro del ámbito 
de jurisdicción y conforme las disposiciones emitidas por este Organismo de Control, se 
realice el control y seguimiento de la ejecución del proceso de inactividad de las 941 
organizaciones del sector no financiero de la Economía Popular y Solidaria. .- En 
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consecuencia de lo anterior, agradeceré que una vez haya culminado el tiempo 
establecido en el artículo 58 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, 
contado a partir de la mencionada publicación, se sirvan comunicar a la Intendencia de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, sobre el cumplimiento o incumplimiento 
por parte de las organizaciones a las disposiciones contenidas en la Resolución No. 
SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019 
(…)”;

Que, en el Informe Técnico No. SEPS-ISNF-DNSSNF-2020-11, de 20 de febrero de 2020, la 
Dirección Nacional de Seguimiento del Sector No Financiero concluye que: “(…) La 
declaratoria de inactividad contenida en la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-
DNLQSNF-DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019, fue comunicada a las 
organizaciones a través de la publicación en prensa el 22 y 23 de agosto de 2019, de 
conformidad con el numeral 1 del artículo 168 del COA (…) Las 69 organizaciones 
contenidas en el Anexo 1, NO han presentado el ‘FORMULARIO RENTA 
SOCIEDADES’ en el SRI de los años 2016 y 2017, información que ha sido corroborada 
en la página web del SRI https://srienlinea.sri.gob.ec/sri-en-linea/#/inicio/SOC, dentro 
del convenio que mantiene la SEPS con el SRI en línea y por la falta de información 
ingresada a esta Superintendencia referente al tema; por lo que, se encuentran incursas 
en el numeral 3 del literal e) del Artículo 57 de la LOEPS, concordante con el cuarto 
inciso del Artículo 58 de la misma Ley Orgánica, es decir no han superado la causal de 
inactividad contenida en la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-ISNF-DNLQSNF-
DNLSNF-2019-031 de 5 de agosto de 2019. .- Del levantamiento de información 
contenida en los anexos 5 y 6, se evidencia que las organizaciones detalladas en el Anexo 
1, NO mantienen activos a su nombre. .- Finalmente, de la consulta de obligaciones con 
la SEPS y con IESS contenida en el anexo 7, se desprende que las organizaciones 
referidas en este informe, no mantienen obligaciones pendientes con las citadas 
entidades. .- E. RECOMENDACIONES: .- Aprobar el presente informe y emitir el acto 
administrativo que en derecho corresponda, a través del cual se inicie del (sic) proceso 
de liquidación forzosa sumaria, en el cual se declare la disolución y liquidación de las 
organizaciones contenidas en el Anexo 1, de conformidad con el Artículo 57 de la LOEPS 
que señala: ‘[…]Las cooperativas podrán disolverse, por las siguientes causas: […]e) 
Por resolución de la Superintendencia, en los siguientes casos: […] 3. La inactividad 
económica o social por más de dos años […]’; concordante con el cuarto inciso del 
Artículo 58 de la citada Ley, que dispone: ‘[…] Si la inactividad persiste por más de tres 
meses desde la publicación, la Superintendencia podrá declararla disuelta y disponer su 
liquidación y cancelación del Registro Público’; en concordancia con el artículo 5 de la 
Resolución No. SEPS-IFMR-IGJ-2018-028 de 3 de agosto de 2018, (…)”. Entre las
organizaciones de la economía popular y solidaria que constan en el Anexo 1, al que se 
hace referencia, se encuentra la COOPERATIVA DE PRODUCCIÓN ARTESANAL 
MUSHUC KHALLARINA (NUEVO COMENZAR) “COOPARTMUSHKHA”, con 
Registro Único de Contribuyentes No. 1792711231001;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-ISNF-DNSSNF-2020-0268, de 20 de febrero de 2020, 
la Dirección Nacional de Seguimiento del Sector No Financiero, remite a la Intendencia 
del Sector No Financiero, el Informe Técnico No. SEPS-ISNF-DNSSNF-2020-11, en el 
cual esa Dirección recomienda: “(…) el inicio del proceso de liquidación forzosa sumaria 
de 69 organizaciones por no haber superado la declaratoria de inactividad”;

Que, la Intendencia del Sector No Financiero, por medio del Memorando No. SEPS-SGD-
ISNF-2020-0285, de 20 de febrero de 2020, remite a la Intendencia de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución el Memorando No. SEPS-SGD-ISNF-DNSSNF-2020-0268, 
contentivo a su vez del Informe Técnico No. SEPS-ISNF-DNSSNF-2020-11, y
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manifiesta:“(…) la DNSSNF, recomienda iniciar el proceso de liquidación forzosa 
sumaria de 69 organizaciones por no haber superado la declaratoria de inactividad y no 
mantener activos y obligaciones pendientes a su nombre. La citada recomendación ha 
sido acogida por parte de esta Intendencia, por lo cual es puesta en su conocimiento para 
los fines legales pertinentes”; 

Que,  el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2020-049, de 16 de abril de 2020, el 
Director Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la Economía 
Popular y Solidaria señala: “(…). 2. ANÁLISIS TÉCNICO: .- La Dirección Nacional 
(sic) Seguimiento Sector No Financiero, efectuó un análisis de la base de datos de 
organizaciones, de lo cual recomendó declarar disponer la liquidación forzosa, (…) 2.2.
REPORTE DE TRÁMITES: .- Mediante Memorando No. SEPS-SGD-SGE-DNDAN-
2020-0478 de 10 de febrero de 2020, la Dirección Nacional de Documentación, Archivo 
y Notificaciones, pone en conocimiento de la Dirección Nacional Seguimiento Sector No 
Financiero, el reporte de los trámites ingresados por las organizaciones que fueron 
declaradas inactivas. Del citado reporte se evidencia que las 69 organizaciones, NO han 
remitido información referente a la declaratoria de inactividad. (…).- 4.
CONCLUSIONES: .- (…) 4.2. En los cortes de información obtenidos de los años 2016 
y 2017, las 69 organizaciones no remitieron al Servicio de Rentas Internas, información 
financiera en la Declaración de Impuesto a la Renta. (…) 4.7. Con fundamento en la 
normativa expuesta en el presente informe se concluye que 69 organizaciones de la EPS, 
han incumplido con lo establecido en el marco legal citado de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria y su Reglamento General; por lo que es procedente 
declarar la liquidación forzosa sumaria y la extinción de las organizaciones 
mencionadas anteriormente. .- 5. RECOMENDACIONES: .- 5.1. Declarar la 
liquidación forzosa sumaria de 69 organizaciones de la EPS, analizadas en el presente 
informe técnico, en razón que se encuentran incursas en el numeral 3, literal e), del 
artículo 57 de la Ley Orgánica de Economía Popular (sic) (…); concordante con el 
cuarto inciso del artículo 58 de la citada Ley, (…), en concordancia con el artículo 
innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General a la Ley 
antes citada (…)en vista que no superaron la causal de inactividad, por cuanto no 
presentaron información financiera de los años 2016 y 2017, además no se evidencia la 
existencia de activos y actividad económica (…)”. Entre las organizaciones de la 
economía popular y solidaria a las que se hace referencia, se encuentra la 
COOPERATIVA DE PRODUCCIÓN ARTESANAL MUSHUC KHALLARINA 
(NUEVO COMENZAR) “COOPARTMUSHKHA”, con Registro Único de 
Contribuyentes No. 1792711231001;

Que, por medio del Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNILO-2020-0360, de 21 de abril 
de 2020, la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la 
Economía Popular y Solidaria puso en conocimiento de la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-
DNILO-2020-049, “(…) en el cual se establece la liquidación forzosa sumaria de 69 
organizaciones de la economía popular y solidaria declaradas inactivas, en razón que se 
encuentran incursas en el numeral 3, literal e), del artículo 57 de la Ley Orgánica de 
Economía Popular (sic) (…);concordante con el cuarto inciso del artículo 58 de la citada 
Ley, (…) en concordancia con el artículo innumerado agregado a continuación del 
artículo 64 del Reglamento General a la Ley antes citada y el artículo 5 del 
Procedimiento para las liquidaciones sumarias de las organizaciones sujetas al control 
de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, contenido en la Resolución No. 
SEPS-IFMR-IGJ-2018-028 de 03 de agosto de 2018, en razón que no superaron la causal 
de inactividad, por cuanto no presentaron información financiera de los años 2016 y 
2017, además no se evidencia la existencia de activos y actividad económica (…)”;
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Que,  con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2020-0373, de 22 de abril de 2020, el 
Intendente Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución: “(…) establece la 
liquidación forzosa sumaria de 69 organizaciones de la economía popular y solidaria, 
declaradas inactivas, en razón que se encuentran incursas en el numeral 3, literal e), del 
artículo 57 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, (…),concordante con 
el cuarto inciso del artículo 58 de la citada Ley (…), en concordancia con el artículo 
innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General a la Ley 
antes citada; y, el artículo 5 del Procedimiento para las liquidaciones sumarias de las 
organizaciones sujetas al control de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, contenido en la Resolución No. SEPS-IFMR-IGJ-2018-028 de 03 de agosto de 
2018, en razón que no superaron la causal de inactividad, por cuanto no presentaron 
información financiera de los años 2016 y 2017, además no se evidencia la existencia de 
activos y actividad económica (…)”. Entre las organizaciones de la economía popular y 
solidaria a las que se hace referencia, se encuentra la COOPERATIVA DE 
PRODUCCIÓN ARTESANAL MUSHUC KHALLARINA (NUEVO COMENZAR) 
“COOPARTMUSHKHA”, con Registro Único de Contribuyentes No. 1792711231001;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2020-1866, de 16 de septiembre de 2020, desde el 
punto de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el respectivo informe;

Que, consta a través del Sistema de Gestión Documental de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria que, respecto del Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2020-1866, el 16
de septiembre de 2020 la Intendencia General Técnica emitió su proceder para continuar 
con el proceso referido;

Que, con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2020-2221, de 10 de diciembre de 2020, el 
Intendente Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución señala: “(…) debo 
indicar que se realizó la publicación de llamamiento a posibles acreedores en Diario 
“Metro” de circulación nacional, el 18 de noviembre de 2020, la misma que adjunto.-
En ese sentido, ante el referido llamado debo comunicar que no se ha registrado ingreso 
documental u oficio alguno, ante posibles acreencias, de ninguna de las sesenta y nueve 
(69) organizaciones, por lo que solicito se sirva continuar con la elaboración de las 
respectivas resoluciones de disolución y liquidación sumaria de oficio o forzosa”;

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedido mediante 
Resolución No. SEPS-IGT-IGG-IGJ-037, de 21 de octubre de 2019, el Intendente 
General Técnico tiene entre sus atribuciones y responsabilidades el suscribir las 
resoluciones de liquidación y extinción de las organizaciones controladas; y,

Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 733, de 25 de junio de 2018, el Intendente 
General de Gestión (E), delegado del Superintendente de Economía Popular y Solidaria, 
nombró como Intendente General Técnico a la señora Catalina Pazos Chimbo. 

En uso de las atribuciones legales y reglamentarias,

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar disuelta y liquidada a la COOPERATIVA DE 
PRODUCCIÓN ARTESANAL MUSHUC KHALLARINA (NUEVO COMENZAR) 
“COOPARTMUSHKHA”, con Registro Único de Contribuyentes No. 1792711231001,
domiciliada en el cantón Rumiñahui, provincia de Pichincha, de conformidad con lo dispuesto en
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los artículos 57, literal e) numeral 3; y, 58, cuarto inciso, de la Ley Orgánica de Economía Popular 
y Solidaria; en concordancia con el artículo 14 ibídem y primer artículo innumerado agregado a 
continuación del 64 de su Reglamento General; así como de los artículos 6 y 7 de la Norma de 
Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control 
de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida con Resolución No. SEPS-
IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 2020, por este 
Organismo de Control. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Declarar a la COOPERATIVA DE PRODUCCIÓN ARTESANAL 
MUSHUC KHALLARINA (NUEVO COMENZAR) “COOPARTMUSHKHA”, con Registro 
Único de Contribuyentes No. 1792711231001, extinguida de pleno derecho conforme al primer 
artículo innumerado a continuación del 64 del Reglamento General de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria, en concordancia con los artículos 6 y 7 de la Norma de Control 
para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida con Resolución No. SEPS-IGT-
IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 2020, por este Organismo 
de Control.

ARTÍCULO TERCERO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, la 
cancelación del registro de la COOPERATIVA DE PRODUCCIÓN ARTESANAL MUSHUC 
KHALLARINA (NUEVO COMENZAR) “COOPARTMUSHKHA”. 

ARTÍCULO CUARTO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica y Social 
con la presente Resolución para que proceda a retirar a la COOPERATIVA DE PRODUCCIÓN 
ARTESANAL MUSHUC KHALLARINA (NUEVO COMENZAR) “COOPARTMUSHKHA”
del registro correspondiente. 

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Disponer que la Intendencia Nacional Administrativa Financiera, en coordinación 
con la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de esta Superintendencia, 
publique un extracto de la presente Resolución en un periódico de amplia circulación nacional 
y/o del domicilio de la organización; y, en el portal web de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria. 

SEGUNDA.- Los posibles acreedores podrán ejercer sus derechos ante la instancia respectiva, 
sin perjuicio de la publicación por la prensa previamente realizada por esta Superintendencia, con 
el fin de poner en su conocimiento que la organización entraría en un proceso de liquidación 
sumaria; de acuerdo a lo establecido en el numeral 3 del artículo 6 de la Norma de Control para 
el Procedimiento de Liquidación  Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida mediante Resolución No. SEPS-
IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 2020.  

TERCERA.- Disponer a la Secretaria General de esta Superintendencia sentar la razón respectiva 
del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-ROEPS-2016-902730; y, la 
publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción en los registros 
correspondientes. 

CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes.
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QUINTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y Coactivas
e Intendencia Nacional Administrativa Financiera, el contenido de la presente Resolución para 
que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades.  

SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de 
su publicación. De su cumplimiento encárguese a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución. 

COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 07 días del 
mes de junio de 2021. 

CATALINA PAZOS CHIMBO 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO
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